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El establecimiento de un sistema de control jurisdiccional de las actuaciones de los 

órganos del Poder Público es, sin duda, uno de los signos más destacados de la 
consolidación del Estado de derecho, pues implica la necesaria sumisión de todas las 
actuaciones de los órganos del Estado al ordenamiento jurídico preestablecido, compuesto 
no sólo por la Constitución y las leyes, sino por el conjunto de reglamentos y normas 
dictados por las autoridades competentes. Ello es además, la garantía del principio de la 
legalidad, que en relación con los órganos de la Administración Pública les impone la 
obligación de actuar con arreglo a lo establecido en la Constitución, ley y las otras normas 
jurídicas que regulan su actividad1. 

La fórmula del Estado de derecho implica, por tanto, la necesidad de prever las 
garantías de control judicial a los efectos de poder asegurar la sumisión de los órganos del 
Estado al derecho, y eso fue lo que fue estructurando en Venezuela desde el siglo XIX, con 
el desarrollo, además de la Jurisdicción Constitucional atribuida al Tribunal Supremo de 
Justicia en su Sala Constitucional para controlar la constitucionalidad de las leyes y demás 
actos dictados en ejecución de la Constitución, de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa atribuida también al Tribunal Supremo de Justicia en sus Salas Político 
Administrativa y Electoral y a otros tribunales establecidos en la ley, para controlar la 
conformidad con el derecho de las actuaciones de la Administración.  

La distinción entre ambas Jurisdicciones se estableció, desde el inicio, no por la materia 
motivo de control (inconstitucionalidad o ilegalidad), sino por los actos objeto de control,2 
de manera que la Jurisdicción Constitucional tiene por objeto conocer de las acciones de 
nulidad por inconstitucionalidad que se intenten contra las leyes y demás actos de rango 
legal o ejecución directa e inmediata de la Constitución; y en cambio, la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa tiene por objeto, entre otros, conocer de las acciones de 
nulidad por inconstitucionalidad o ilegalidad contra los reglamentos y demás actos 
administrativos y, por tanto, de rango sub legal.3 La distinción entre dichas Jurisdicciones, 
en consecuencia, no se estableció nunca por el motivo de control.4 

                                                 

∗  Ponencia preparada para la XIV reunión del Foro Iberoamericano de Derecho Administrativo, San Juan 
de Puerto Rico, 26-30 de octubre de 2015.  

1. Véase Antonio Moles Caubet, El principio de legalidad y sus implicaciones, Universidad Central de 
Venezuela, Facultad de Derecho, Publicaciones del Instituto de Derecho Público, Caracas, 1974.  
2. Véase Allan R. Brewer–Carías, Justicia Constitucional, Tomo VI, Instituciones Políticas y 
Constitucionales, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1996; Justicia contencioso administrativa, Tomo 
VII,  Instituciones Políticas y Constitucionales, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1997; y La Justicia 
Constitucional. Procesos y procedimientos constitucionales, Porrúa México, 2007. 
3  En tal sentido se resolvió en la sentencia de la Sala Constitucional Nº 6 de 27 de enero de 2000 (Véase en 
Revista de Derecho Público, Nº 81, (enero–marzo), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, p. 213.) lo 
que se ratificó expresamente por la misma la Sala, en sentencia Nº 194 de 04 de abril de 2000, al decidir un 



En esta orientación, en la Constitución vigente de 1999, en cuanto a la Jurisdicción 
Constitucional, el artículo 334 dispuso que “corresponde exclusivamente a la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia como jurisdicción constitucional, declarar 
la nulidad de las leyes y demás actos de los órganos que ejercen el Poder Público dictados 
en ejecución directa e inmediata de la Constitución o que tenga rango de Ley”. A tal 
efecto, el artículo 336 de la Constitución enumeró en forma particularizada las 
competencias de la Sala; el artículo 214 le otorga la competencia para realizar el control 
previo o preventivo de la constitucionalidad de las leyes antes de su promulgación; y el 
artículo 203 le asigna la competencia para determinar la constitucionalidad del carácter 
orgánico otorgado por la Asamblea Nacional a las leyes así calificadas, de forma previa a 
su promulgación.  

La constitucionalización de la Jurisdicción Constitucional, sobre todo cuando se 
establece un control de constitucionalidad concentrado es de la esencia de la misma, pues 
es evidente que si no está regulada en el propio texto de la misma, no podría disponerse la 
anulación erga omnes de las leyes inconstitucionales.. Lo mismo, sin embargo no puede 
decirse de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que no necesariamente tiene que 
tener fuente constitucional, pudiendo estar regulada en las leyes, aun cuando en Venezuela 
la misma haya sido también constitucionalizada.  

I. LA  CONSTITUCIONALIZACIÓN  DE LA  JURISDICCIÓN  CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVA 
En efecto, en cuanto a la Jurisdicción Contencioso Administrativa, la norma 

fundamental que constitucionaliza esta Jurisdicción en Venezuela está contenida en el 
artículo 259 de la Constitución de 19995, la cual dispone: 

“La Jurisdicción Contencioso Administrativa corresponde al Tribunal Supremo de 
Justicia y a los demás tribunales que determina la ley. Los órganos de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa son competentes para anular los actos administrativos 

                                                                                                                                                     

recurso de nulidad por razones de inconstitucionalidad ejercido conjuntamente con una pretensión de amparo 
constitucional contra un dispositivo del Reglamento de Personal y Régimen Disciplinario del Personal del 
Instituto Autónomo Policía Municipal del Municipio Chacao y contra los actos administrativos dictados en 
ejecución del Reglamento impugnado, señalando lo siguiente: ““La Constitución vigente distingue claramente 
la jurisdicción constitucional de la contencioso administrativa, delimitando el alcance de ambas competencias 
en atención al objeto de impugnación, es decir, al rango de los actos objeto de control y no a los motivos por 
los cuales se impugnan.” Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2000. 
4  En tal sentido, la Sala Constitucional, en la sentencia No. 194 de 4 de abril de 2000 ratificó lo que había 
decidido en sentencia de 27 de enero de 2000 (Caso Milagros Gómez y otros), así:“El criterio acogido por el 
Constituyente para definir las competencias de la Sala Constitucional, atiende al rango de las actuaciones 
objeto de control, esto es, que dichas actuaciones tienen una relación directa con la Constitución que es el 
cuerpo normativo de más alta jerarquía dentro del ordenamiento jurídico en un Estado de derecho 
contemporáneo. Así las cosas, la normativa constitucional aludida imposibilita una eventual interpretación 
que tienda a identificar las competencias de la Sala Constitucional con los vicios de inconstitucionalidad que 
se imputen a otros actos o con las actuaciones de determinados funcionarios u órganos del Poder Público.” 
De lo anterior, la Sala concluyó precisando su propia competencia así: “la Sala Constitucional, en el ejercicio 
de la jurisdicción constitucional, conoce de los recursos de nulidad interpuestos contra los actos realizados en 
ejecución directa de la Constitución o que tengan forma de ley. De allí que, en el caso de autos, al tratarse el 
reglamento impugnado de un acto de rango sublegal, esta Sala Constitucional carece de competencia para 
controlar su conformidad a Derecho, ya que tal competencia corresponde a la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. Así se decide”. Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2000.  
5  Véase en general Allan R. Brewer–Carías, La Constitución de 1999. Derecho Constitucional Venezolano, 2 
Tomos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2004  



generales o individuales contrarios a derecho, incluso por desviación de poder; 
condenar al pago de sumas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios originados 
en responsabilidad de la Administración; conocer de reclamos por la prestación de 
servicios públicos y disponer lo necesario para el restablecimiento de las situaciones 
jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa”. 

Sobre este artículo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en su 
sentencia de 23 de abril de 2010 dictada al declarar la constitucionalidad del carácter 
“orgánico” de la Ley, dijo que con la misma, que tiene sustancialmente el mismo texto del 
artículo 206 de la Constitución de 1961: 

“se terminó de desmontar la concepción puramente objetiva o revisora de la 
jurisdicción contencioso-administrativa, para acoger una visión de corte utilitarista y 
subjetiva, que no se limita a la fiscalización abstracta y objetiva de la legalidad de los 
actos administrativos formales, sino que se extiende a todos los aspectos de la 
actuación administrativa, como una manifestación del sometimiento a la juridicidad 
de la actuación del Estado y de la salvaguarda de las situaciones jurídicas de los 
particulares frente a dicha actuación.” 6 

La configuración constitucional de dicha jurisdicción, por último, se completó en la 
misma Constitución de 1999, al regularse en el artículo 297, a la Jurisdicción Contencioso 
Electoral atribuyéndose su ejercicio a la Sala Electoral del Tribunal Supremo de Justicia y 
los demás tribunales que determine la ley; especializándose así, el control de legalidad y 
constitucionalidad respecto de los actos administrativos dictados por los órganos del Poder 
Electoral. 

Toda esa constitucionalización del contencioso administrativo, sin embargo, no fue 
producto del Constituyente de 1999, pues la misma norma, con casi idéntico contenido, de 
estableció en el artículo 206 de la anterior Constitución de 1961; teniendo en todo caso el 
origen del proceso de darle base constitucional al control judicial de constitucionalidad y de 
la legalidad respecto de los actos de la Administración, para declarar su nulidad, en las 
normas de la Constitución de 1925. En las otras materias de la Jurisdicción, como son las 
demandas contra los entes públicos, particularmente  el ámbito contractual, el origen de la 
constitucionalización está en las normas la Constitución de 1830. En todas estas 
disposiciones se reguló a la jurisdicción contencioso administrativa como un fuero judicial 
especial para la República; siendo en esa evolución la Constitución de 1947 la primera en 
emplear la expresión "procedimiento contencioso-administrativo" (Art. 220,10 y 220,12). 

El desarrollo efectivo de la Jurisdicción, sin embargo, en realidad solo ocurrió a partir 
de la década de los sesenta cuando se estableció el régimen democrático en el país, que 
existió hasta 1999, cuando al comenzar a desarrollarse el régimen autoritario que aún 
existe, la existencia de la misma de un gran logro del Estado de derecho pasó a ser una gran 
frustración, pues si bien el ciudadano dispone de un arsenal de acciones y recursos para 
proteger sus derechos y exigir judicialmente que la Administración se someta a la ley, los 
mismos son totalmente inefectivos por la ausencia de autonomía e independencia de los 
jueces que conforman la Jurisdicción. 

Pero independientemente por ahora de los trágicos efectos de esa frustración – a la cual 
nos referimos al final - de todo el proceso de constitucionalización de la jurisdicción 
contencioso administrativa resulta claro que la misma siempre se configuró como una 

                                                 
6 Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Abril/290-23410-2010-10-0008.html 



jurisdicción especial integrada al Poder Judicial, de manera que, como también ocurrió en 
la gran mayoría de los países latinoamericanos, el derecho administrativo no se construyó 
en Venezuela sobre la base de una supuesta distinción entre una “jurisdicción judicial” y 
una “jurisdicción administrativa,” sino sobre la base de una competencia especializada de 
determinados tribunales para conocer de litigios en los cuales interviene la Administración, 
pero siempre integrados en el Poder Judicial.7. 

Como lo expresó acertadamente la antigua Corte Suprema de Justicia en sentencia de 
15 de octubre de 1970 al comentar el texto del artículo 206 de la Constitución de 1961, se 
buscó, con el mismo:: 

”resolver, de una vez, en nuestro país, mediante un precepto constitucional, la 
polémica que ha dividido a tratadistas y legisladores, tanto en Europa como en 
América, acerca de la conveniencia de que sean órganos independientes del Poder 
Judicial los que conozcan de las cuestiones que se susciten entre los particulares y la 
Administración con motivo de la actividad propia de ésta, en sus diversos niveles. 
Como se indica en la Exposición de Motivos de la Constitución, ésta “consagra el 
sistema justicialista de la Jurisdicción Contencioso Administrativa”, apartándose del 
sistema francés y reafirmando la tendencia tradicionalmente predominante en la 
legislación nacional, de atribuir el control jurisdiccional de la legalidad de los actos de 
la Administración a los órganos del Poder Judicial.”  8 

II.  LOS PRINCIPIOS  CONDICIONATES  DE LA  JURISDICCIÓN  CONTECIOSO 

ADMINISTRATIVA 
Fue precisamente con base en el artículo 206 de la anterior Constitución de 1961, que 

la jurisprudencia de la antigua Corte Suprema de Justicia elaboró en Venezuela las bases 
del contencioso administrativo9, las cuales desarrolladas por la doctrina nacional10, 
condujeron a la sanción de la derogada Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia de 
1976.11 Fue en las Disposiciones Transitorias de esta última Ley, donde se reguló por 

                                                 

7. Véase Martín Pérez Guevara, “Prólogo”, en Allan R. Brewer–Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 
1930–74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo II. Ordenamiento Orgánico y Tributario del Estado, 
Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1976, pp. 1–
10.  
8. Véase sentencia de la antigua Corte Suprema de Justicia, Sala Político Administrativa de 15–12–70 en 
Gaceta Forense, Nº 70, 1970, pp. 179–185 y en Gaceta Oficial, Nº 29.434 de 6–2–71. 
9. En cuanto a la jurisprudencia, véase en Allan R. Brewer–Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 
1930–74 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, La Jurisdicción Contencioso Administrativa, Vol. 1 
y 2, Instituto de Derecho Público, Facultad de Derecho, Universidad Central de Venezuela, Caracas, 1978; 
Allan R. Brewer–Carías y Luís Ortiz Álvarez, Las grandes decisiones de la jurisprudencia Contencioso 
administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1996; y: Luís Ortiz–Álvarez, Jurisprudencia de 
medidas cautelares en el contencioso administrativo (1980–1994), Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 
1995. 
10. Véase entre otros estudios colectivos: El Control Jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, 
Instituto de Derecho Público, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad Central de Venezuela, 
Caracas, 1979; Tendencias de la jurisprudencia venezolana en materia contencioso administrativa, 8ª 
Jornadas “J.M. Domínguez Escovar” (Enero 1983), Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, U.C.V., Corte 
Suprema de Justicia; Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Tip. Pregón, Caracas, 1983; Contencioso 
Administrativo, I Jornadas de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer–Carías, Funeda, Caracas, 
1995; XVIII Jornadas “J.M. Domínguez Escovar, Avances jurisprudenciales del contencioso– administrativo 
en Venezuela, 2 Tomos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Diario de Tribunales Editores, S.R.L. 
Barquisimeto, 1993.  
11. Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia del 30 de julio de 1976 (LOCSJ) en Gaceta Oficial Nº 
1.893, Extraordinaria del 30–07–76. Véase sobre dicha Ley: Allan R. Brewer–Carías y Josefina Calcaño de 
Temeltas, Ley Orgánica de la Corte Suprema de Justicia, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 1994.  



primera vez con cierto detalle el procedimiento contencioso administrativo ante la Corte 
Suprema; y además, se establecieron normas sobre la organización de la Jurisdicción, con 
la indicación de los diversos tribunales que la integraban, que además de la Sala Político 
Administrativa de la Corte Suprema, fueron particularmente la Corte Primera de lo 
Contencioso Administrativo y Tribunales Superiores Contencioso Administrativos. Estas 
normas, sin embargo, incomprensiblemente se eliminaron de la reforma de la Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de Justicia de mayo de 200412, a pesar de regular en sus artículos 18 
a 21 algunos principios del procedimiento contencioso administrativo. Posteriormente se 
sancionó la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa en 2010 (LOJCA 
2010),13 que es el cuerpo normativo que actualmente regula la Jurisdicción, los 
procedimientos y su organización. 

La Constitución de 1999, para ello, si bien atribuyó al legislador amplia potestad para 
la determinación de los tribunales que integran la jurisdicción contencioso administrativa, 
asignó directamente a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia 
competencia para:  

“4.Dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la República, 
algún Estado, Municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea alguna de esas 
mismas entidades, a menos que se trate de controversias entre Municipios de un 
mismo Estado, caso en el cual la ley podrá atribuir su conocimiento a otro tribunal. 

5. Declarar la nulidad total o parcial de los reglamentos y demás actos 
administrativos generales o individuales del Ejecutivo Nacional, cuando sea 
procedente. 

6. Conocer de los recursos de interpretación sobre el contenido y alcance de los 
textos legales, en los términos contemplados en la ley”. 

En esta forma, al reservarse al Tribunal Supremo, en general, la declaratoria de nulidad 
de los actos administrativos del Ejecutivo Nacional, cuando sea procedente (artículo 266, 
numerales 5, 6 y 7), se dejó implícitamente previsto que podía corresponder a los demás 
Tribunales de la jurisdicción contencioso-administrativa la competencia para declarar la 
nulidad de los actos de las autoridades administrativas de los Estados y Municipios. 
Además, en cuanto a las demás autoridades nacionales que no conforman estrictamente el 
"Ejecutivo Nacional", el control contencioso-administrativo de sus actos, con base 
constitucional, se ha atribuido a otros tribunales distintos del Tribunal Supremo de Justicia, 
tanto por razones de inconstitucionalidad como de ilegalidad, como parcialmente se hizo 
desde 1976 al crearse la Corte Primera de lo Contencioso-Administrativo y atribuirle 
competencia en dicha materia, al igual que a ciertos Tribunales Superiores con competencia 
en lo civil.  

Ahora es la LOJCA 2010 la que regula ampliamente toda la gama de tribunales 
contenciosos administrativos, incluyendo, además de la Sala Político Administrativa del 

                                                 

12. Véase Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia (LOTSJ), Gaceta Oficial, Nº 37942 de 20–05–
2004. Véase sobre esta Ley: Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia. 
Procesos y procedimientos constitucionales y contencioso administrativo, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2006. 
13 La Ley Orgánica fue sancionada por la Asamblea Nacional el 15 de diciembre de 2009, y publicada en 
Gaceta Oficial No. 39.447 de 16 de junio de 2010. Véase los comentarios a la Ley Orgánica en Allan R. 
Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010 



Tribunal Supremo de Justicia, a los Juzgados Nacionales, los Juzgados Estadales y los 
Juzgados de Municipio de la jurisdicción Contencioso Administrativo (art. 11). 

En todo caso, la importancia del texto del artículo 259 de la Constitución, y su efecto 
inmediato que fue la consolidación de la constitucionalización de la jurisdicción, implicó 
una serie de condicionantes en relación con su desarrollo legislativo,14 que fueron los que 
informaron en general las disposiciones de la LOJCA 2010, y que son: primero, el principio 
de la especialidad de la Jurisdicción; segundo, el principio de la universalidad del control 
como manifestación del sometimiento del Estado al derecho (principio de legalidad); y 
tercero, el principio de la multiplicidad de los medios de control como manifestación del 
derecho ciudadano a la tutela judicial efectiva.  

1. El principio de la especialidad de la  Jurisdicción: actos administrativos, 
Administración,  servicios públicos, actividad administrativa 

En primer principio que caracteriza a la jurisdicción contencioso administrativa es el 
principio de la especialidad, que implica que la misma se puede definir como el conjunto de 
órganos judiciales encargados de controlar la legalidad y la legitimidad de la actividad 
administrativa, en particular, de los actos administrativos, hechos y relaciones jurídico-
administrativas. Como hemos dicho, no se trata de una “jurisdicción ordinaria” sino de una 
jurisdicción especial que es parte del Poder Judicial del Estado y cuyo ejercicio está 
encomendado a unos órganos judiciales determinados y especializados, en este caso, por 
razón de las personas jurídicas y de los actos sometidos a control. 

En este sentido, es obvio que el sistema venezolano se aparta del sistema francés que 
nació de la interpretación del principio de la separación de poderes realizada a la luz de una 
peculiar tradición y evolución de desconfianza en los jueces, que tuvo su origen en los días 
de la Revolución francesa. De esta peculiaridad histórica derivó la prohibición para los 
jueces de poder controlar la Administración y sus actos. Ello condujo al propio desarrollo 
del derecho administrativo en Francia que tanto influenció en todos los países latinos; 
influencia que, sin embargo, no comprendió el sistema jurisdiccional administrativo 
separado del judicial que se desarrolló en Francia, el cual era difícilmente transportable en 
bloque a otro sistema jurídico15. Los mismos autores franceses han comprendido esta 
peculiaridad y han afirmado por supuesto, que la “jurisdicción administrativa” separada de 
la “jurisdicción judicial,” no es condición necesaria para la existencia misma del derecho 
administrativo16.  

De acuerdo con el artículo 11 de la LOJCA 2010, los órganos del Poder Judicial que 
integran esta jurisdicción especial en lo contencioso administrativo, son los siguientes:  

1. La Sala Político-Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia;  
2. Los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa;  
3. Los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa; y  
4. Los Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa.  
Estos tribunales deben decidir directamente los asuntos que se les sometan para lo cual 

tienen competencia y no pueden constituirse con asociados para dictar sentencia (art. 5). 
Todos deben orientar su actuación por los principios de justicia gratuita, accesibilidad, 

                                                 
14. Véase Allan R. Brewer-Carías, Nuevas Tendencias en el Contencioso Administrativo en Venezuela, 
Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1993. 
15 La situación de Colombia, en este sentido, es excepcional en el derecho comparado Véase, Miguel 
González Rodríguez, Derecho procesal Administrativo, Bogotá, 1986. 
16. Véase Jean Rivero, Droit Administratif, Precis Dalloz, París, 1962,pág.118. 



imparcialidad, idoneidad, transparencia, autonomía, independencia, responsabilidad, 
brevedad, oralidad, publicidad, gratuidad, celeridad e inmediación (art. 2).  

Sin embargo, además de los enumerados en la LOJCA, debe decirse que también 
forman parte de la jurisdicción contencioso administrativa, los tribunales que forman la 
“jurisdicción especial tributaria” con un régimen especial previsto en el Código Orgánico 
Tributario (art. 11).  

Otros componentes especiales de la jurisdicción contenciosa administrativa, aun 
cuando no reguladas en la LOJCA 2010, son los que forman la antes mencionada 
Jurisdicción Contencioso Electoral que consagra la Constitución y que se atribuye a la Sala 
Electoral del Tribunal Supremo de Justicia (art. 297), con competencia conforme a la 
LOTSJ 2010, para conocer entre otros, de “las demandas contencioso electorales que se 
interpongan contra actos, actuaciones y omisiones de los órganos del Poder Electoral, 
tantos los que estén directamente vinculados con los procesos comiciales, como aquellos 
que estén relacionados con su organización, administración y funcionamiento”(art. 27,1). 

Se distingue, además, la jurisdicción especial contencioso administrativa en materia 
agraria y ambiental, prevista en la Ley de Tierras y Desarrollo Agrario,17 atribuida a los 
Tribunales Superiores Regionales Agrarios y a la Sala Especial Agraria de la Sala de 
Casación Social del Tribunal Supremo de Justicia.18 

Ahora bien, en cuanto a los asuntos sometidos al conocimiento de estos órganos de la 
Jurisdicción, los mismos están condicionados por una parte, por las personas jurídicas 
sometidas a dicha jurisdicción especial, en el sentido de que una de las partes de la relación 
jurídico-procesal debe ser en principio, una persona de derecho público o una persona 
jurídico estatal (la Administración), o una entidad privada u organización de carácter 
popular actuando en función administrativa o ejerciendo prerrogativas del Poder Público, o 
que, por ejemplo, preste un servicio público mediante concesión (art. 7,  LOJCA 2010).   

Por otra parte, respecto a las relaciones jurídicas, hechos y actos jurídicos, que la 
jurisdicción especial está llamada a juzgar, en principio, se trata de los actos, hechos y 
relaciones jurídico-administrativos, es decir, actos, hechos y relaciones jurídicas originados 
por la actividad administrativa (art.  8, LOJCA 2010), y por tanto de carácter sublegal. Es 
por ello que respecto del ámbito sustantivo de la Jurisdicción, los elementos para la su 
definición se derivan de lo establecido en el artículo 9 de la LOJCA 2010, al enumerase la 
competencia de la Jurisdicción para conocer de: 

“1. Las impugnaciones que se interpongan contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares contrarios a derecho, incluso por desviación de poder. 

2. De la abstención o la negativa de las autoridades a producir un acto al cual estén 
obligados por la ley. 

3. Las reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a los órganos del Poder 
Público. 

4. Las pretensiones de condena al pago de sumas de dinero y la reparación de daños y 
perjuicios originados por responsabilidad contractual o extracontractual de los 
órganos que ejercen el Poder Público. 

5. Los reclamos por la prestación de los servicios públicos y el restablecimiento de 
las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por los prestadores de los mismos. 

                                                 
17 Gaceta Oficial Nº 37.323 del 13 de noviembre de 2001. La Ley fue reformada en 2010. 
18 Véase sentencia de la Sala Político Administrativa Nº 836 del 15 de julio de 2004 (Caso: Daniel 
Laguado Estupiñán).  



6. La resolución de los recursos de interpretación de leyes de contenido 
administrativo. 

7. La resolución de las controversias administrativas que se susciten entre la 
República, algún estado, municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea 
alguna de esas mismas entidades. 

8. Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los municipios, los 
institutos autónomos, entes públicos, empresas o cualquier otra forma de 
asociación, en las cuales la República, los estados, los municipios o cualquiera de 
las personas jurídicas antes mencionadas tengan participación decisiva. 

9. Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, los institutos 
autónomos, entes públicos, empresas o cualquier otra forma de asociación, en la 
cual la República, los estados, los municipios o cualquiera de las personas 
jurídicas antes mencionadas tengan participación decisiva, si es de contenido 
administrativo. 

10. Las actuaciones, abstenciones, negativas o las vías de hecho de los consejos 
comunales y de otras personas o grupos que en virtud de la participación ciudadana 
ejerzan funciones administrativas. 

11. Las demás actuaciones de la Administración Pública no previstas en los 
numerales anteriores.” 

Por tanto, en general, se trata de una competencia especializada dentro de un único 
Poder Judicial que corresponde a ciertos tribunales, a los cuales están sometidas ciertas 
personas de derecho público o de derecho privado de carácter estatal, o personas o 
entidades que ejercen la función administrativa o prestan servicios públicos, y que juzga 
determinados actos o relaciones jurídicas de derecho administrativo.  

Por ello puede decirse en cuanto a la especialidad de la jurisdicción contencioso 
administrativa, que la misma, en cuanto a la materia, se construye partiendo del contenido 
del artículo 259 de la Constitución, en el cual se hace referencia a los “actos 
administrativos”, a la “administración,” a los “servicios públicos”, a la “responsabilidad” 
administrativa y a la “actividad administrativa,” de lo que resulta que el ámbito y el 
dominio de la jurisdicción contencioso-administrativa en materia de control de legalidad y 
constitucionalidad es el conocimiento de los litigios en que la “administración” (o entidades 
no estatales actuando en función administrativa) sea parte, originados ya sea por “actos 
administrativos”, la “responsabilidad” de la administración, por la prestación de “servicios 
públicos” o por la “actividad administrativa.” Ello conlleva la competencia en materia de 
anulación y además en materia de resolución de todas las otras pretensiones que se pueden 
formular en demandas contra los entes públicos en las cuales no necesariamente se plantee 
la nulidad de actos administrativos, como serían las pretensiones de condena al pago de 
sumas de dinero y la reparación de daños y perjuicios originados por responsabilidad 
contractual y extracontractual de los órganos que ejerzan el Poder Público; así como las 
demandas por la actuación material constitutiva de vías de hecho de la Administración 
(arts. 9,3; 23,4; 24,4;25,5 LOCJCA 2010).  

A lo anterior debe añadirse como una innovación de la Constitución de 1999, la 
competencia de la jurisdicción contencioso administrativa en materia de reclamos por la 
prestación de los servicios públicos; a lo que se agrega, la competencia en materia de 
interpretación de las leyes de contenido administrativo (art. 9,5, LOJCA 2010); para 
conocer de las demandas contra la abstención o la negativa de los entes públicos a dictar un 



acto al cual estén obligados por la ley (arts. 9, 2 y 10, LOJCA 2010); y en particular, la 
competencia que se atribuye a la Sala Político Administrativa en el artículo 266.4 de la 
Constitución, para dirimir las controversias administrativas que se susciten entre la 
República, algún Estado, Municipio u otro ente público, cuando la otra parte sea alguna de 
esas mismas entidades, a menos que se trate de controversias entre Municipios de un 
mismo Estado, caso en el cual la ley puede atribuir su conocimiento a otro tribunal, lo que 
da origen al contencioso de la solución de controversias administrativas, (art, 9,6; 23,7, 
LOJCA 2010).  

2. El principio de la universalidad del control: no hay actos excluidos de control  
El segundo de los principios que gobiernan a la Jurisdicción, es el de la universalidad 

del control que la Constitución regula en el artículo 259 respecto de las actividades y actos 
administrativos, como manifestación del principio de legalidad. Ello se ha recogido en la 
LOJCA al establecer que todos, absolutamente todos los actos administrativos pueden ser 
sometidos a control judicial ante los órganos de la jurisdicción contencioso administrativa 
por contrariedad al derecho, es decir, sea cual sea el motivo de la misma: 
inconstitucionalidad o ilegalidad en sentido estricto. La Constitución no admite 
excepciones ni la Ley Orgánica las prevé, y como en su momento lo explicó la Exposición 
de Motivos de la Constitución de 1961, la fórmula "contrarios a derecho es una enunciación 
general que evita una enumeración que puede ser peligrosa al dejar fuera de control algunos 
actos administrativos". 

Por tanto, de acuerdo con la intención de la Constitución, toda actuación administrativa 
y, en particular, los actos administrativos emanados de cualquier ente u órgano de la 
Administración Pública o de cualquier otra persona o entidad actuando en función 
administrativa, por cualquier motivo de contrariedad al derecho, puedan ser controlados por 
los Tribunales que conforman la jurisdicción contencioso-administrativa. Ello implica que 
cualquier exclusión de control respecto de actos administrativos específicos sería 
inconstitucional, sea que dicha exclusión se haga por vía de ley o por las propias decisiones 
de los Tribunales, en particular, del propio Tribunal Supremo de Justicia. 

Este principio implica, primero, que toda actividad administrativa o toda forma de acto 
administrativo queda sometido a control judicial contencioso administrativo, lo que se 
recoge expresamente en el artículo 8 de la LOJCA 2010 al indicar bajo el acápite de 
“universalidad del control,” que es objeto de control de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, “la actividad administrativa“ desplegada por todos los órganos y entes 
sujetos a control, “lo cual incluye actos de efectos generales y particulares, actuaciones 
bilaterales, vías de hecho, silencio administrativo, prestación de servicios públicos, omisión 
de cumplimiento de obligaciones y, en general, cualquier situación que pueda afectar los 
derechos o intereses públicos o privados.” 

Segundo, el principio implica que esa actividad administrativa o acto administrativo 
que está sometido a control puede emanar de cualquier ente y órgano de la Administración 
Pública, no sólo la que actúa en ejercicio del Poder Ejecutivo sino en ejercicio de 
cualquiera de los otros Poderes Públicos, o de cualquier entidad incluso no estatal que actúe 
en función administrativa. Por ello en el artículo 7 de la Ley Orgánica se enumeran, aun 
cuando en forma imperfecta, como “entes y órganos controlados” o “sujetos al control de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa,” a los siguientes: 1) Los órganos que componen 
la Administración Pública; 2). Los órganos que ejercen el Poder Público, en sus diferentes 
manifestaciones, en cualquier ámbito territorial o institucional; 3). Los institutos 



autónomos, corporaciones, fundaciones, sociedades, empresas, asociaciones y otras formas 
orgánicas o asociativas de derecho público o privado donde el Estado tenga participación 
decisiva; 4). Los consejos comunales y otras entidades o manifestaciones populares de 
planificación, control, ejecución de políticas y servicios públicos, cuando actúen en función 
administrativa; 5).  Las entidades prestadoras de servicios públicos en su actividad 
prestacional; y 6) Cualquier sujeto distinto a los mencionados anteriormente, que dicte 
actos de autoridad o actúe en función administrativa.  

Tercero, la universalidad del control no sólo radica en que todos los actos 
administrativos cualquiera sea el órgano, ente o entidad que los dicte están sometidos a 
control judicial, sino que lo son por cualquier motivo de contrariedad al derecho, es decir, 
por razones de inconstitucionalidad como ilegalidad propiamente dicha. 19 

3. El principio de la tutela judicial efectiva  
El tercer principio que caracteriza a la Jurisdicción radica en que es un instrumento 

para la tutela judicial efectiva frente a la Administración que la Constitución regula cono 
derecho fundamental (artículo 26), lo que implica que a los efectos de asegurar el 
sometimiento a la legalidad de la Administración Pública y el principio de la universalidad 
del control de la actividad administrativa, todas las personas tienen derecho de acceso a los 
órganos de la Jurisdicción contencioso administrativa como parte que son de la 
administración de justicia, para hacer valer sus derechos e intereses frente a la 
Administración Pública, sus órganos o entes, y ante las entidades que ejerzan la función 
administrativa, incluso los colectivos o difusos; y además, a obtener con prontitud la 
decisión correspondiente, mediante un procedimiento que garantice el debido proceso. 

Como consecuencia de ello, la LOJCA 2010 ha establecido un elenco de recursos y 
acciones que se han puesto a disposición de los particulares y de toda persona interesada, 
que les permiten acceder a la justicia administrativa, lo que implica que además del recurso 
de nulidad contra los actos administrativos de efectos generales o de efectos particulares, o 
contra los actos administrativos generales o individuales, con o sin pretensión patrimonial o 
de amparo constitucional, está el recurso por abstención o negativa de los funcionarios 
públicos a actuar conforme a las obligaciones legales que tienen; el recurso de 
interpretación; el conjunto de demandas contra los entes públicos de orden patrimonial o no 
patrimonial, incluyendo las que tengan por motivo vías de hecho; las acciones para resolver 
los conflictos entre autoridades administrativas del Estado; y las acciones destinadas a 
reclamos respecto de la omisión, demora o prestación deficiente de los servicios públicos. 

En esta forma puede decirse que en relación con los particulares y los ciudadanos, la 
regulación de la jurisdicción contencioso-administrativa en la LOJCA 2010, facilitando el 
control judicial de la actividad administrativa y en particular de los actos administrativos, 
viene a ser una manifestación específica del derecho fundamental del ciudadano a la tutela 
judicial efectiva de sus derechos e intereses frente a la Administración, en el sentido de lo 

                                                 
19 En tal sentido, la Sala Constitucional, en la sentencia Nº 194 de 4 de abril de 2000 ratificó lo que había 
decidido en sentencia de 27 de enero de 2000 (Caso Milagros Gómez y otros), así: “El criterio acogido por el 
Constituyente para definir las competencias de la Sala Constitucional, atiende al rango de las actuaciones 
objeto de control, esto es, que dichas actuaciones tienen una relación directa con la Constitución que es el 
cuerpo normativo de más alta jerarquía dentro del ordenamiento jurídico en un Estado de derecho 
contemporáneo. Así las cosas, la normativa constitucional aludida imposibilita una eventual interpretación 
que tienda a identificar las competencias de la Sala Constitucional con los vicios de inconstitucionalidad que 
se imputen a otros actos o con las actuaciones de determinados funcionarios u órganos del Poder Público.” 
Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000. 



establecido en el artículo 26 de la propia Constitución. La consecuencia de ello es que 
entonces, la jurisdicción contencioso administrativa se configura constitucional y 
legalmente como un instrumento procesal para la protección de los administrados frente a 
la Administración, y no como un mecanismo de protección de la Administración frente a 
los particulares; y ello a pesar de que en la LOJCA 2010 se atribuya a los órganos de la 
Jurisdicción competencia para conocer de las demandas que pueda intentar la 
Administración contra particulares,20 o de las demandas entre personas de derecho público 
(artículo 9,8), lo que convierte a la Jurisdicción en cierta forma, como el fuero de la 
Administración. Sin embargo, en el primer aspecto, del control de la Administración a 
instancia de los administrados, tratándose de una manifestación de un derecho fundamental 
a dicho control, en la relación que siempre debe existir entre privilegios estatales, por una 
parte, y derechos y libertades ciudadanas, por la otra, este último elemento es el que debe 
prevalecer. 

Este derecho a la tutela judicial efectiva y la garantía del principio de legalidad 
implican, por otra parte, la asignación al juez contencioso-administrativo de amplísimos 
poderes de tutela, no sólo de la legalidad objetiva que debe siempre ser respetada por la 
Administración, sino de las diversas situaciones jurídicas subjetivas que pueden tener los 
particulares en relación a la Administración. De allí que el contencioso-administrativo, 
conforme al artículo 259 de la Constitución, no sea solamente un proceso a los actos 
administrativos, sino que también está concebido como un sistema de justicia para la tutela 
de los derechos subjetivos y de los intereses de los administrados, incluyendo los derechos 
e intereses colectivos y difusos, donde por supuesto, se incluye también los derechos y 
libertades constitucionales.  

Por tanto, el contencioso-administrativo no sólo se concibe como un proceso de 
protección a la legalidad objetiva, sino de tutela de los derechos e intereses de los 
recurrentes frente a la Administración. Por ello, el juez contencioso-administrativo, de 
acuerdo a los propios términos del artículo 259 de la Constitución, tiene competencia para 
anular los actos administrativos contrarios a derecho, y además, para condenar a la 
Administración al pago de sumas de dinero y a la reparación de daños y perjuicios 
originados en responsabilidad de la misma, y adicionalmente, para disponer lo necesario 
para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la autoridad 
administrativa, incluyendo en la expresión “situaciones jurídicas subjetivas” no sólo el 
clásico derecho subjetivo, sino los derechos constitucionales y los propios intereses 
legítimos, personales y directos de los ciudadanos. A lo anterior se agregan los reclamos 
derivados de la prestación de servicios públicos. 

De lo anterior resulta entonces que a partir de la constitucionalización de la jurisdicción 
contencioso-administrativa en el texto constitucional de 1961 y luego en el de 1999, el 
contencioso-administrativo como instrumento procesal de protección de los particulares 
frente a la autoridad pública, se fue ampliado conforme a su desarrollo jurisprudencial antes 
de la sanción de la LOJCA 2010, distinguiéndose siete tipos de acciones contencioso 

                                                 
20  En este mismo sentido se establece en la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010, al 
regularse la competencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia (art. 26,2). 
Sobre dicha Ley Orgánica, véase Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica del 
Tribunal Supremo de Justicia 2010., Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010.  



administrativas,21 que se indican más adelante sobre la nulidad de los actos administrativos 
o de contenido patrimonial, y además, en relación con la  prestación de servicios públicos; 
las vías de hecho administrativas; las conductas omisivas de la Administración; la 
interpretación de leyes administrativas, y la solución de las controversias administrativas. 

La LOJCA 2010, estableció en la materia, aun cuando en forma insuficiente, unas 
normas procesales comunes a todas las demandas, dividiendo arbitrariamente los 
procedimientos en tres tipos: primero, el procedimiento en las demandas de contenido 
patrimonial; segundo, un procedimiento denominado breve, para las acciones de contenido 
no patrimonial y en especial las destinadas a reclamos por la omisión, demora o deficiente 
prestación de los servicios públicos, contra las vías de hecho, y contra la abstención de la 
Administración; y tercero, un procedimiento común para las demandas de nulidad de actos 
administrativos, para la interpretación de leyes y para la solución de controversias 
administrativas. Decimos que es una división arbitraria, pues en realidad, por ejemplo, tal y 
como se había venido construyendo por la jurisprudencia, las demandas contra la carencia o 
abstención administrativas debían quizás seguir el mismo procedimiento establecido para 
las demandas de nulidad contra los actos administrativos; y las demandas contra vías de 
hecho, debía quizás seguir el mismo procedimiento establecido para las demandas de 
contenido patrimonial. 

En todo caso, las acciones, recursos y pretensiones procesales varían en cada uno de 
esos tipos de contencioso y, por supuesto, también varían algunas reglas de procedimiento 
aplicables a los diversos procesos, que analizaremos más adelante. 

III.  LOS PROCESOS CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOS  CONFORME  A LA  

LEY  ORGÁNICA  DE LA  JURISDICCIÓN  CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVA  DE 2010 
El sistema de los procesos contencioso administrativos que se regulan en la Ley 

Orgánica de 201022 resulta, sin duda, del conjunto de atribuciones asignadas a los diversos 
órganos de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, que como antes se dijo, son la Sala 
Político Administrativa del Tribunal Supremo de Justicia en su cúspide, y en orden 
descendente, los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, los 
Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción Contencioso Administrativos y los 
Juzgados Municipales de la Jurisdicción Contencioso Administrativos. 

Esas competencias, establecidas en los artículos 23, 24, 25 y 26 de la Ley, en nuestro 
criterio, dan origen a siete procesos contencioso administrativos, que son: (i) el proceso 
contencioso administrativo de anulación de actos administrativos;23 (ii) el proceso 
contencioso administrativo contra las carencias administrativas; (iii) el proceso contencioso 
administrativo de las demandas patrimoniales24; (iv) el proceso contencioso administrativo 

                                                 
21. Véase Allan R. Brewer-Carías, "“Los diversos tipos de acciones y recursos contencioso-administrativos 
en Venezuela”, en Revista de Derecho Público, Nº 25, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, enero-marzo 
1986, págs.6 y ss. 
22  Véase el texto en el libro: Allan R. Brewer-Carías “Introducción General al Régimen de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa,” en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 9-151. 
23 Véase en general la obra colectiva, Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, Vol, I y II, FUNEDA, Caracas, 2010 y 2011, respectivamente. 
24  Véase Miguel Ángel Torrealba Sánchez, “Las demandas de contenido patrimonial en la Ley Orgánica de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa,” en Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, Vol, II, FUNEDA, Caracas, 2011, pp. 299-340.  



de las demandas contra las vías de hecho25; (v) el proceso contencioso administrativo en 
materia de prestación servicios públicos26; (vi) el proceso contencioso administrativo para 
la resolución de las controversias administrativas; y (vii) el proceso contencioso 
administrativo de interpretación de las leyes.27 

Debe señalarse además, que en el artículo 24.6 de la Ley Orgánica se atribuyó 
competencia a los Juzgados Nacionales de la Jurisdicción Contencioso Administrativa para 
conocer de “los juicios de expropiación intentados por la República, en primera instancia,” 
con la apelación para ante la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, y cuyo 
procedimiento se regula en la Ley de Expropiación por causa de utilidad pública o social de 
2002.28  

 1. El proceso contencioso administrativo de anulación de los actos administrativos 
En primer lugar está el proceso contencioso administrativo de anulación de actos 

administrativos, a cuyo efecto el artículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, 
competencia para conocer de:   

5.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares dictados por el Presidente o Presidenta de la República, el 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de la República, los Ministros 
o Ministras, así como por las máximas autoridades de los demás organismos de 
rango constitucional, si su competencia no está atribuida a otro tribunal. 

6.  Las demandas de nulidad que se ejerzan contra un acto administrativo de 
efectos particulares y al mismo tiempo el acto normativo sub-legal que le sirve de 
fundamento, siempre que el conocimiento de este último corresponda a la Sala 
Político-Administrativa. 

El artículo 24 de la Ley, por su parte, asigna competencia a los Juzgados Nacionales de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa para conocer de: 

5.  Las demandas de nulidad de los actos administrativos de efectos generales o 
particulares dictados por autoridades distintas a las mencionadas en el numeral 5 
del artículo 23 de esta Ley y en el numeral 3 del artículo 25 de esta Ley, cuyo 
conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de la materia. 

El artículo 25 de la Ley Orgánica, además, asigna a los Juzgados Superiores Estadales 
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa competencia para conocer de: 

3.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
generales o particulares, dictados por las autoridades estadales o municipales de su 
jurisdicción, con excepción de las acciones de nulidad ejercidas contra las 

                                                 
25  Véase Miguel Ángel Torrealba Sánchez, La vía de hecho en Venezuela, FUNEDA, Caracas, 2011. 
26 Véase Jorge Kiriakidis, “Notas en torno al Procedimiento Breve en la Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa,” Comentarios a la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, 
Vol, II, FUNEDA, Caracas, 2011, pp. 167-193. 
27  Véase Allan R. Brewer-Carías, “Introducción General al Régimen de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa,” en Allan R. Brewer-Carías y Víctor Hernández Mendible, Ley Orgánica de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2010, pp. 9-151.Véase además, Allan R. 
Brewer-Carías, "Los diversos tipos de acciones y recursos contencioso-administrativos en Venezuela", en 
Revista de Derecho Público, Nº 25, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1986, pp. 6 ss. 
28  Véase en Gateta Oficial Nº 37.475 de 01-07-02. Véanse los comentarios sobre esta ley en Allan R. 
Brewer-Carías, Gustavo Linares Benzo, Dolores Aguerrevere Valero y Caterina Balasso Tejera, Ley de 
Expropiación por Causa de Utilidad Pública o Interés Social, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2002.  



decisiones administrativas dictadas por la Administración del trabajo en materia de 
inamovilidad, con ocasión de una relación laboral regulada por la Ley Orgánica del 
Trabajo. 

6.  Las demandas de nulidad contra los actos administrativos de efectos 
particulares concernientes a la función pública, conforme a lo dispuesto en la ley. 

Sobre estas competencias en materia de contencioso de anulación, debe observarse que 
conforme al artículo 8 de la Ley Orgánica de 2010, además de los actos administrativos de 
efectos generales y particulares, también pueden ser objeto de control judicial las 
“actuaciones bilaterales,” lo que apunta, sin duda, a los contratos públicos. Esto se había 
establecido en la derogada Ley Orgánica de 2004, que expresamente preveía la posibilidad 
de la impugnación por ilegalidad o inconstitucionalidad de los contratos o acuerdos 
celebrados por la Administración cuando afectasen los intereses particulares o generales, 
legítimos, directos, colectivos o difusos de los ciudadanos, atribuyéndose la legitimidad a 
personas extrañas a la relación contractual (Art. 21, párrafo 2º). La Ley Orgánica de 2010, 
sin embargo, en esta materia, tampoco reguló procedimiento contencioso específico alguno. 

2.  El proceso contencioso administrativo contra las carencias administrativas 
En segundo lugar está el proceso contencioso administrativo contra la carencia 

administrativa, que regula la Ley Orgánica en su artículo 23, al asignar a la Sala Político 
Administrativa, competencia para conocer de:   

3.  La abstención o la negativa del Presidente o Presidenta de la República, del 
Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva de la República, de los 
Ministros o Ministras, así como de las máximas autoridades de los demás órganos 
de rango constitucional, a cumplir los actos a que estén obligados por las leyes. 

Por su parte el artículo 24 de la Ley Orgánica le asigna a los Juzgados Nacionales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de: 

3.  La abstención o la negativa de las autoridades distintas a las mencionadas en 
el numeral 3 del artículo 23 de esta Ley y en el numeral 4 del artículo 25 de esta 
Ley. 

Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

4.  La abstención o la negativa de las autoridades estadales o municipales a 
cumplir los actos a que estén obligadas por las leyes. 

3.  Los procesos contencioso administrativos de las controversias administrativas 
En tercer lugar, está el proceso contencioso administrativo previsto en la Ley es el 

proceso contencioso administrativo de resolución de controversias administrativas, a cuyo 
efecto, el artículo 23 asigna a la Sala Político Administrativa, competencia para conocer de:   

7.  Las controversias administrativas entre la República, los estados, los 
municipios u otro ente público, cuando la otra parte sea una de esas mismas 
entidades, a menos que se trate de controversias entre municipios de un mismo 
estado. 

8.  Las controversias administrativas entre autoridades de un mismo órgano o 
ente, o entre distintos órganos o entes que ejerzan el Poder Público, que se susciten 
por el ejercicio de una competencia atribuida por la ley. 



Y conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, los Juzgados Superiores Estadales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa son competentes para conocer de: 

9.  Las controversias administrativas entre municipios de un mismo estado por 
el ejercicio de una competencia directa e inmediata en ejecución de la ley. 

4.  El proceso contencioso administrativo de las demandas patrimoniales 
En cuarto lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas 

patrimoniales contra los entes públicos o que estos puedan intentar, a cuyo efecto, el 
artículo 23 de la ley le atribuye a la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, 
competencia para conocer de:   

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los 
municipios, o algún instituto autónomo, ente público, empresa, o cualquier otra 
forma de asociación, en la cual la República, los estados, los municipios u otros de 
los entes mencionados tengan participación decisiva, si su cuantía excede de 
setenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté 
atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún 
instituto autónomo, ente público, empresa, o cualquier otra forma de asociación, en 
la cual la República, los estados, los municipios o cualquiera de los entes 
mencionados tengan participación decisiva, si su cuantía excede de setenta mil 
unidades tributarias (70.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté atribuido a otro 
tribunal en razón de su especialidad. 

10. Las demandas que se interpongan con motivo de la adquisición, goce, 
ejercicio o pérdida de la nacionalidad o de los derechos que de ella derivan. 

11. Las demandas que se ejerzan con ocasión del uso del espectro 
radioeléctrico. 

12. Las demandas que le atribuyan la Constitución de la República o las leyes 
especiales, o que le correspondan conforme a éstas, en su condición de máxima 
instancia de la Jurisdicción Contencioso Administrativa. 

13. Las demás demandas derivadas de la actividad administrativa desplegada 
por las altas autoridades de los órganos que ejercen el Poder Público, no atribuidas 
a otro tribunal. 

23. Conocer y decidir las pretensiones, acciones o recursos interpuestos, en el 
caso de retiro, permanencia, estabilidad o conceptos derivados de empleo público 
del personal con grado de oficiales de la Fuerza Armada Nacional Bolivariana. 

Por su parte el artículo 24 de la Ley Orgánica asigna a los Juzgados Nacionales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de: 

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los 
municipios, o algún instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra 
forma de asociación, en la cual la República, los estados, los municipios u otros de 
los entes mencionados tengan participación decisiva, si su cuantía excede de treinta 
mil unidades tributarias (30.000 U.T.) y no supera setenta mil unidades tributarias 
(70.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté atribuido expresamente a otro 
tribunal, en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún 
instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en 



la cual la República, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados 
tengan participación decisiva, si su cuantía excede de las treinta mil unidades 
tributarias (30.000 U.T.) y no supera setenta mil unidades tributarias (70.000 U.T.), 
cuando su conocimiento no esté atribuido a otro tribunal en razón de su 
especialidad. 

8.  Las demandas derivadas de la actividad administrativa contraria al 
ordenamiento jurídico desplegada por las autoridades de los órganos que ejercen el 
Poder Público, cuyo control no haya sido atribuido a la Sala Político-
Administrativa o a los Juzgados Superiores Estadales de la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa. 

Conforme al artículo 25 de la Ley Orgánica, a los Juzgados Superiores Estadales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa se les asigna competencia para conocer de: 

1.  Las demandas que se ejerzan contra la República, los estados, los 
municipios, o algún instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra 
forma de asociación, en la cual la República, los estados, los municipios u otros de 
los entes mencionados tengan participación decisiva, si su cuantía no excede de 
treinta mil unidades tributarias (30.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté 
atribuido a otro tribunal en razón de su especialidad. 

2.  Las demandas que ejerzan la República, los estados, los municipios, o algún 
instituto autónomo, ente público, empresa o cualquier otra forma de asociación, en 
la cual la República, los estados, los municipios u otros de los entes mencionados 
tengan participación decisiva, si su cuantía no excede de treinta mil unidades 
tributarias (30.000 U.T.), cuando su conocimiento no esté atribuido a otro tribunal 
en razón de su especialidad. 

8.  Las demandas derivadas de la actividad administrativa contraria al 
ordenamiento jurídico de los órganos del Poder Público estadal, municipal o local. 

Una de las innovaciones de la Ley Orgánica de 2010 en la conformación del proceso 
contencioso administrativo de las demandas de contenido patrimonial, fue haber eliminado 
la referencia a demandas que pudieran derivarse de “contratos administrativos,” que en el 
pasado había condicionado la distribución de competencias judiciales en la materia. La Ley 
2010, ha regulado en cambio, la competencia en materia de demandas de contenido 
patrimonial, independientemente de que sean derivadas de responsabilidad contractual o 
extracontractual, y la misma ha sido sólo distribuida entre los diversos Juzgados según la 
cuantía. Por tanto, conflictos derivados de la ejecución de contratos del Estado, contratos 
públicos o contratos administrativos corresponden según la cuantía a los diversos tribunales 
de la jurisdicción. 

Con ello puede decirse que quedó superada la necesidad que antes había de determinar 
cuándo un contrato público era o no era “contrato administrativo” para determinar la 
competencia de la jurisdicción contencioso administrativa, tal y como había sido 
establecida en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de 1976 (Art. 42,14) y repetida en la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2004 (Artículo 5, párrafo 1º, 25). Debe 
mencionarse, sin embargo, que a pesar de aquellas normas, estimamos que la distinción 
entre contratos administrativos y contratos públicos que supuestamente no lo eran, no tenía 
sustantividad firme, ya que no había ni puede haber “contratos de derecho privado” de la 
Administración que pudiesen estar regidos exclusivamente por el derecho privado, que 



excluyeran el conocimiento de los mismos por la jurisdicción contencioso-administrativa.29  
En realidad, todos los contratos que celebra la Administración están sometidos en una 
forma u otra al derecho público y a todos se les aplica también el derecho privado, 
teniendo, según su objeto, un régimen preponderante de derecho público o de derecho 
privado;30 por lo que la distinción no tenía ni tiene fundamento alguno, y menos cuando en 
Venezuela nunca ha habido dualidad de jurisdicciones (judicial y administrativa) que en 
Francia ha sido el verdadero sustento de la distinción.31 Así como no puede haber acto 
unilateral dictado por los funcionarios públicos que no sea un acto administrativo, tampoco 
existen contratos celebrados por la Administración que no estén sometidos en alguna forma 
al derecho público.  

En definitiva, como lo propusimos en 2004,32 la referencia a "contratos 
administrativos" ha sido eliminada de la Ley Orgánica de 2010, atribuyéndose a los 
órganos de la misma todas las cuestiones concernientes a los contratos de la 
Administración, cualquiera que sea su naturaleza, según la cuantía.  

5. El proceso contencioso administrativo de las demandas contra las vías de hecho 
administrativas 

En quinto lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas contra las 
vías de hecho administrativas, a cuyo efecto, el artículo 23.4 asigna a la Sala Político 
Administrativa del Tribunal Supremo, competencia para conocer de “las reclamaciones 
contra las vías de hecho atribuidas a las altas autoridades antes enumeradas.” 

Por su parte el artículo 24.4 de la Ley Orgánica asigna a los Juzgados Nacionales de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, competencia para conocer de “Las reclamaciones 
contra las vías de hecho atribuidas a las autoridades a las que se refiere el numeral 
anterior.” 

Y conforme al artículo 25.5 de la Ley Orgánica, a los Juzgados Superiores Estadales de 
la Jurisdicción Contencioso Administrativa se les asigna competencia para conocer de “las 
reclamaciones contra las vías de hecho atribuidas a autoridades estadales o municipales de 
su jurisdicción.”  

                                                 
29 Véase Allan R. Brewer-Carías, “La evolución del concepto de contrato administrativo,” en El Derecho 
Administrativo en América Latina, Curso Internacional, Colegio Mayor de Nuestra Señora del Rosario, 
Bogotá, 1978, pp. 143-167; Jurisprudencia Argentina, N° 5.076, Buenos Aires, 13-12-1978, pp. 1-12; Libro 
Homenaje al Profesor Antonio Moles Caubet, Tomo I, Facultad de Ciencias Jurídicas y Políticas, Universidad 
Central de Venezuela, Caracas, 1981, pp. 41-69; y Estudios de Derecho Administrativo, Bogotá, 1986, pp. 61-
90. Además, publicado como “Evoluçao do conceito do contrato administrativo,” in Revista de Direito 
Publico Nº 51-52, Sao Paulo, julio-diciembre 1979, pp. 5-19.  
30 Véase Allan R. Brewer-Carías, Contratos Administrativos, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1992, 
pp. 46 ss.; y “La interaplicación del derecho público y del derecho privado a la Administración Pública y el 
proceso de huida y recuperación del derecho administrativo,” en Las Formas de la Actividad Administrativa. 
II Jornadas Internacionales de Derecho Administrativo Allan Randolph Brewer-Carías, Fundación de 
Estudios de Derecho Administrativo, Caracas, 1996, pp. 59 ss.  
31 Véase Jesús Caballero Ortiz, “Deben subsistir los contratos administrativos en una futura legislación?,” 
en El Derecho Público a comienzos del siglo XXI. Estudios homenaje al Profesor Allan R. Brewer-Carías, 
Tomo II, Instituto de Derecho Público, UCV, Editorial Civitas Ediciones, Madrid, 2003, pp. 1773 ss. 
32  Véase Allan R. Brewer-Carías, Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2004, p. 219. 



6.  El proceso contencioso administrativo de las demandas relativas a los servicios 
públicos 

En sexto lugar, está el proceso contencioso administrativo de las demandas relativas a 
los servicios públicos regulado en el artículo 259 de la Constitución, de manera que en 
realidad, la única innovación en materia de competencias de la Jurisdicción contencioso 
administrativa en relación con lo que estaba regulado en la Constitución de 1961 (Art. 206), 
fue el agregado de dicho artículo, sobre la competencia de los órganos de la Jurisdicción 
para conocer de los “reclamos por la prestación de servicios públicos.” Ello ha sido 
precisado en la LOJCA 2010, al atribuir a los órganos de la Jurisdicción competencia en 
materia de reclamos por la prestación de los servicios públicos y el restablecimiento de las 
situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por los prestadores de los mismos (art. 9,5), 
asignando el conocimiento de la materia exclusivamente a los Juzgados de Municipio de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa, como competencia única, para conocer de “las 
demandas que interpongan los usuarios o usuarias o las organizaciones públicas o privadas 
que los representen, por la prestación de servicios públicos” (art. 26,1).33 

7.  El proceso contencioso administrativo de interpretación de las leyes 
El séptimo proceso contencioso administrativo es el de interpretación de las leyes, a 

cuyo efecto el artículo 23.21 asigna a la Sala Político Administrativa, con exclusividad, 
competencia para conocer de “los recursos de interpretación de leyes de contenido 
administrativo.” 

Se precisó, en esta forma, frente a la competencia general de todas las Salas para 
interpretar las leyes, que lo que corresponde a la Sala Político Administrativa en 
exclusividad es sólo la interpretación de las leyes de “contenido administrativo.”  

V.  PRINCIPIOS  GENERALES DEL  PROCEDIMIENTO  CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO  EN LAS DEMANDAS  DE NULIDAD  CONTRA  LOS 

ACTOS ADMINISTRATIVOS   
La Ley Orgánica de 2010, en relación a todos antes mencionados procesos, estableció 

un conjunto de normas procesales comunes a todas las demandas, y además, otras 
específicas, dividiendo arbitrariamente los procedimientos que deben seguirse en los 
procesos, sólo en tres tipos:  

Primero, el procedimiento aplicable al proceso contencioso administrativo de las 
demandas de contenido patrimonial;  

Segundo, un procedimiento denominado “breve,” aplicable (i) al proceso contencioso 
administrativos de las demandas de contenido no patrimonial o indemnizatorio y en 
especial, las ejercidas con ocasión de la omisión, demora o deficiente prestación a los 
servicios públicos; (ii) al proceso contencioso administrativos de las demandas contra las 
vías de hecho; y (iii) al proceso contencioso administrativos de las demandas contra la 
abstención o carencia de la Administración; y  

Tercero, un procedimiento común aplicable (i) el proceso contencioso administrativos 
anulación de los actos administrativos; (ii) al proceso contencioso administrativos para la 
interpretación de leyes;  y (iii) al proceso contencioso administrativos para la solución de 
controversias administrativas. 

                                                 
33   Se dispuso sin embargo en la Disposición Transitoria Sexta de la Ley Orgánica, que hasta tanto entrasen 
en funcionamiento estos Juzgados de Municipio de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, los Juzgados 
de Municipio existentes son los que deben conocer de esta competencia 



Esta división de los procedimientos contencioso administrativos, como hemos dicho, 
fue hecha en forma arbitraria, sin explicación alguna de la agrupación de procesos, 
mezclando así en un procedimiento, procesos que nada tienen en común. No se entiende, 
por ejemplo, porqué a los procesos contencioso administrativos contra la carencia o 
abstención administrativas no se aplicó, por ejemplo, el mismo procedimiento establecido 
para los procesos contencioso administrativos de anulación de actos administrativos; o 
porqué a los procesos contencioso administrativos de demandas contra vías de hecho, no se 
aplicó el mismo procedimiento establecido para los procesos contencioso administrativos 
de las demandas de contenido patrimonial. 

No es la intención en esta Ponencia referirnos a todas las normas procesales 
contencioso administrativa respecto de todas las demandas y procesos, limitándonos en esta 
oportunidad, por su interés general a referirnos a las normas de procedimiento para el 
proceso contencioso administrativo de anulación de los actos administrativos.  

1.  Principios generales del proceso 
La Ley Orgánica estableció cuatro principios generales que rigen en todos los procesos 

contencioso administrativo, y por tanto, se aplican también el proceso de anulación de los 
actos administrativos, que son: 

En primer lugar, el principio general de la publicidad que se consagra en el artículo 3 
de la LOJCA 2010 al disponerse que “los actos del proceso serán públicos, salvo que la ley 
disponga lo contrario o el tribunal así lo decida por razones de seguridad, orden público o 
protección de la intimidad de las partes.” 

En segundo lugar, el  principio general de la oficialidad, al disponerse en el artículo 4 
de la LOJCA que el Juez es el órgano rector del proceso, lo que implica que está obligado a 
impulsarlo de oficio o a petición de parte, hasta su conclusión. Sin embargo, en cuanto a la 
posibilidad del juez de tener iniciativa procesal de oficio la misma está siempre establecida 
expresamente en la ley (art. 30), y se refiere a actuaciones en un proceso en curso. Por 
ejemplo, el juez tiene la posibilidad de hacer evacuar de oficio las pruebas que considere 
pertinentes (art. 39). a convocar de oficio para su participación en la audiencia preliminar a 
las personas, entes, consejos comunales, colectivos o cualquier otra manifestación popular 
de planificación, control y ejecución de políticas y servicios públicos, cuyo ámbito de 
actuación se encuentre vinculado con el objeto de la controversia, para que opinen sobre el 
asunto debatido (art. 58).  

En tercer lugar, el principio de la oralidad de los procesos que se establece en la Ley, 
siguiendo una de las innovaciones más importantes en el ámbito judicial establecidas en la 
Constitución de 1999, lo cual proporciona celeridad, y permite la cercanía entre partes y 
jueces. Esa oralidad se materializa en las diversas Audiencias previstas en los 
procedimientos, como la Audiencia preliminar, la Audiencia conclusiva, la Audiencia de 
juicio.  

Y el cuarto lugar, el principio general de la participación popular en el proceso, de 
manera que de acuerdo con el artículo 10 de la LOJCA 2010, los entes, consejos 
comunales, colectivos y otras manifestaciones populares de planificación, control, 
ejecución de políticas y servicios públicos, pueden emitir su opinión en los juicios cuya 
materia debatida esté vinculada a su ámbito de actuación, aunque no sean partes.  



2.  Las partes en los procesos contencioso administrativos y la legitimación 
procesal  

La iniciativa procesal ante la jurisdicción contencioso administrativa se regula en el 
artículo 30 de la LOJCA 2010, al disponerse como principio que “los órganos de la 
Jurisdicción Contencioso Administrativa conocerán a instancia de parte,” por lo que en 
cuanto a la presentación de las demandas de nulidad de actos administrativos, como en 
todos los casos de pretensiones procesales ante la Jurisdicción, por supuesto rige el 
principio dispositivo, no existiendo caso alguno en el cual el juez contencioso 
administrativo esté autorizado para iniciar un proceso de oficio, es decir, presentando 
alguna demanda.  

La capacidad procesal para poder actuar ante la Jurisdicción contencioso 
administrativa, según se establece en el artículo 27 de la LOJCA 2010, corresponde a las 
partes, que pueden ser personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, irregulares o de 
hecho, asociaciones, consorcios, comités, consejos comunales y locales, agrupaciones, 
colectivos y cualquiera otra entidad; las cuales en todo caso, en los juicios contencioso 
administrativo de anulación, de acuerdo con el artículo 28 de la LOJCA 2010, sólo pueden 
actuar en asistidos o representados por un abogado.  

La noción de parte, por tanto, en los juicios contencioso administrativo, incluyendo los 
de nulidad de actos administrativos, es fundamental, pues la parte demandante es la que 
debe identificarse en la demanda como parte actora (arts. 33,2; 34); la parte demandada es 
la que debe citarse como parte demandada (art. 37); son las partes las que pueden formular 
observaciones a los autos del juez para mejor proveer (art. 39); son las partes las que 
pueden solicitar al juez dictar providencias (art 40); es la actuación de las partes la que 
puede evitar la perención (art. 41); es en relación con las partes que surgen las causales de 
recusación e inhibición de los jueces (art. 41 ss.); son las partes las que participan en la 
audiencia preliminar, pueden solicitar providencias de correcciones procedimentales, y 
pueden promover pruebas, convenir en hechos y oponerse a pruebas (arts. 57, 60 y 62); son 
las partes las que pueden solicitar al juez que se convoque a grupos organizados de la 
sociedad cuyo ámbito de actuación se encuentre vinculado con el objeto de la controversia, 
para que participen en la audiencia opinando sobre el asunto debatido (art. 58); son las 
partes las que pueden participar en la audiencia conclusiva (art. 63); son las partes las que 
deben ser notificadas de la sentencia (art. 64); son las partes las que en los juicios de 
nulidad pueden solicitar al juez que se notifique a determinadas personas (art. 68,3); son las 
partes las que pueden solicitar al juez dictar medidas (art. 69), las que son oídas en la 
audiencia oral (art. 70); son las partes las que como tales pueden atender al cartel de 
emplazamiento (art. 80), las que pueden participar en la audiencia de juicio (arts. 82 y 83), 
promover pruebas, convenir en hechos y oponerse a pruebas (art. 84); son las partes las que 
pueden solicitar que se dicten medidas cautelares (art 104); son las partes las que pueden 
participar en la ejecución de sentencias (art. 109, 110); son las partes las que pueden apelar 
de las sentencias (arts. 92, 94) y contestar la apelación (art. 94); y, en fin, son las partes las 
que pueden intentar el recurso especial de juridicidad (art. 95) y contestarlo (art. 99). 

A. Legitimación activa 
En cuanto a la legitimación activa para iniciar juicios contencioso administrativos, las 

personas y entidades antes indicados, conforme al artículo 29 de la LOJCA 2010, deben 
tener “un interés jurídico actual” es decir, que exista al momento de realizarse la actuación 



procesal, que tiene que referirse a la relación o situación jurídica concreta de la persona, lo 
que dependerá de la pretensión procesal que se formule ante la Jurisdicción 

En el caso de los juicios de nulidad contra los actos administrativos, respecto de la 
legitimación activa, nada más se estableció en la Ley Orgánica, por lo que el interés actual 
exigido está condicionado por los efectos producidos por los actos impugnados. Tratándose 
de actos administrativos de efectos generales, la legitimación para impugnarlos y para 
hacerse parte en los juicios corresponde a cualquier ciudadano que por ejemplo alegue un 
simple interés en la anulación o en el mantenimiento del acto impugnado.  

La acción en estos casos es una acción popular contencioso administrativa, tal como se 
derivaba del artículo 21.9 de la derogada Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2004, 
cuando disponía que “toda persona natural o jurídica, que sea afectada en sus derechos o 
intereses por un acto administrativo de efectos generales emanado de alguno de los 
órganos del Poder Público Nacional, Estadal o Municipal, puede demandar la nulidad del 
mismo ante el Tribunal Supremo de Justicia, por razones de inconstitucionalidad o de 
ilegalidad.” Se trata de la misma acción popular que se ha establecido en materia de control 
de constitucionalidad de las leyes y que tiene sus antecedentes desde mitad del Siglo XIX.  

Esta acción popular fue definida por la jurisprudencia, como la que "corresponde a 
todos y cada uno de los individuos que componen un conglomerado, para impugnar la 
validez de un acto del Poder Público que, por tener un carácter normativo y general, obra 
erga omnes, y, por tanto, su vigencia afecta e interesa a todos por igual."34 En estos casos 
de impugnación de actos normativos, dijo la antigua Corte Suprema, éstos "pueden ser 
impugnados por la vía de la acción popular, ejercida libremente por cualquier ciudadano 
que se encuentre en el pleno goce de sus derechos, esto es, que tenga capacidad procesal" 
invocando simplemente "el derecho que tiene todo ciudadano a que la administración 
respete la legalidad."35 En este caso, agregó la antigua Corte, "la acción que se da... a 
cualquiera del pueblo (de allí su denominación) está dirigida a la defensa de un interés 
público que es a la vez simple interés del accionante quien por esta sola razón no requiere 
estar investido de un interés jurídico diferencial o legítimo"36. 

En el régimen anterior del contencioso administrativo de nulidad de los actos 
administrativos de efectos particulares, debe recordarse que tradicionalmente la 
legitimación activa se atribuía a quienes fueran titulares de un “interés personal, legítimo y 
directo”37 en la impugnación del acto administrativo; exigencia que fue eliminada la 
LOJCA 2010, por lo que en estos casos debe recurrirse a los principios generales para 
adecuadamente establecer la legitimación. 

                                                 
34 Véase la sentencia de la antigua Corte Federal de 14-03-60 en Gaceta Forense Nº 27, 1960, págs.127-
132 y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 18-02-71 en Gaceta 
Oficial Nº 1.472 Extra. de 11-06-71. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia de la Corte Suprema 
1940-1975 y Estudios de Derecho Administrativo, Tomo V, Vol. I, Caracas, 1978, pp. 209-304. 
35 Véase la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-Administrativa de 06-02-64 en 
Gaceta Oficial Nº 27.373 de 21-02-64. Véase en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia..., cit., Tomo V, 
Vol. I, pág.296. 
36. Véase la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político- Administrativa de 18-02-71 en 
Gaceta Oficial Nº 1.472 Extra, de 11-06-71, y la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en Sala Político-
Administrativa de 21-11-74, en G.O. Nº 30.594 de 10-01-75. Véase en Allan R. Brewer-Carías, 
Jurisprudencia..., cit., Tomo V, Vol. I, págs. 304 y 314. 
37  Véase Allan R. Brewer-Carías, "Aspectos de la legitimación activa en los recursos contencioso-
administrativos contra los actos administrativos de efectos particulares", en Revista de Derecho Público, Nº 
16, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 1983, pp. 227-233. 



En efecto, como se había desarrollado jurisprudencialmente, la necesidad de que el 
recurrente en los juicios de nulidad tuviese un interés personal, legítimo y directo en la 
impugnación, implicaba que tratándose de actos individuales o de efectos particulares, en 
principio, en el proceso sólo podían “actuar los sujetos a quienes directamente afecta el acto 
administrativo,”38 es decir, “los que tuvieran un interés legítimo en su anulación.”39 Esta 
noción de interés personal, legítimo y directo, fue precisada con acuciosidad por la Corte 
Primera de lo Contencioso- Administrativa en su sentencia del 13 de octubre de 1988 (caso: 
Cememosa), al clarificar que por interés legítimo “debe entenderse como la existencia de 
una tutela legal sobre la pretensión del actor;” que el interés sea personal “alude a la de que 
el actor haga valer en su nombre o en el de un sujeto o comunidad a los cuales representa, 
su pretensión;” y que el interés sea directo, se refiere a “que el efecto del acto recaiga sobre 
el actor” y que “el acto esté destinado al actor.” En fin la exigencia apunta a que “el 
impugnante sea el afectado, el que recibe los efectos inmediatos de la decisión sobre su 
esfera de intereses."40 

Esta exigencia, sin embargo, debe recordarse que comenzó a variar en 2000, mediante 
sentencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supremo, en efecto, Nº 873 de 13 
de abril de 2000 (Caso: Banco FIVENEZ vs. Junta de Emergencia Financiera), en la cual 
consideró que con las previsiones de la Constitución de 1999, había “quedado tácitamente 
derogado el criterio legitimador exigido en la Ley Orgánica de la Corte Suprema de 
Justicia, pues dicho criterio resulta incompatible con los principios que establece la nueva 
Constitución (Disposición Derogatoria única de la Constitución de 1999), al menos en lo 
que respecta a la exigencia de que el interés legitimador sea personal y directo.” La Sala 
concluyó entonces indicando que “el interés para recurrir que exige la nueva Constitución, 
obviamente, sigue siendo “legítimo”, ya que el ordenamiento jurídico no puede proteger 
intereses ilegítimos.” Sin embargo, por lo que respecta al interés directo, la Sala lo 
consideró sin aplicación por lo que el recurrente en estos procesos de nulidad, “cuando el 
particular pueda obtener de la impugnación del acto administrativo una ventaja o evitar un 
perjuicio, aunque no exista una relación inmediata entre la situación derivada o creada por 
el acto administrativo” debe admitirse la impugnación al ser “titular de un ‘interés 
indirecto’, lo cual lo legitima para ejercer el recurso contencioso administrativo.” 

Consideró la Sala, en consecuencia, que es suficiente para impugnar tanto actos de 
efectos particulares como actos de efectos generales, “que se tenga un interés conforme con 
el ordenamiento jurídico, aunque dicho interés no sea personal y directo.” tratándose 
siempre, por supuesto de un interés legítimo y actual. Además, señaló la Sala que en lo que 
respecta a la exigencia de que el interés sea “personal,” que “la nueva Constitución permite 
el acceso a la justicia para la defensa de los intereses “difusos” y “colectivos,” concluyendo 
entonces que “el concepto de interés previsto en la nueva Constitución abarca los intereses 
estrictamente personales así como los intereses comunes de cuya satisfacción depende la de 
todos y cada uno de los que componen la sociedad.” Terminó la Sala Político 
Administrativa aclarando que, en todo caso, “no puede confundirse la legitimación por 
simple interés legítimo que exige la nueva Constitución con la denominada acción popular” 

                                                 
38 Véase en Gaceta Forense, Nº 27, pp. 127-132. Véase además en Allan R. Brewer-Carías, Jurisprudencia 
de la Corte Suprema … cit., Tomo V, Vol. I, cit., p. 293. 
39 Véase Gaceta Oficial Nº 14.72 Extra, de 11-06-71. 
40 Véase Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2000, pp. 445 ss.  



en cuyo caso “al particular deberá admitírsele la interposición del recurso con 
independencia de que pueda ostentar un derecho o interés lesionado.”41 

Pero a pesar de este criterio jurisprudencial de 2000, la Ley Orgánica de 2004 repitió en 
su texto la norma de la derogada Ley Orgánica de 1976 (norma que había sido considerada 
tácitamente derogada por la Constitución por la Sala Político Administrativa del Tribunal 
Supremo), exigiéndose el “interés personal, legítimo y directo” como condición de 
legitimidad para interponer el recurso contencioso de anulación contra los actos 
administrativos de efectos particulares (Art. 21.9); razón por la cual continuó siendo, hasta 
2010, la condición básica de la legitimación para intentar demandas de nulidad de actos 
administrativos de efectos particulares o para hacerse parte en los juicios.  A partir de 2010, 
sin embargo, como se dijo, ni la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa, ni la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 establecen 
condición alguna de interés del recurrente para intentar acciones contencioso 
administrativas contra actos de efectos particulares, por lo que sobre la base esencial de 
tratarse siempre de un interés legítimo y actual, será la jurisprudencia la que irá delineando 
la legitimación. 

En todo caso, distinta es la situación de la posibilidad de participación en los juicios 
como demandantes o como partes, de los entes, consejos comunales, colectivos y otras 
manifestaciones populares de planificación, control, ejecución de políticas y servicios 
públicos, en cuyo caso el acto administrativo impugnado debe tener vinculación con su 
ámbito de actuación. Esas entidades pueden incluso emitir su opinión en los juicios cuya 
materia debatida esté vinculada a su ámbito de actuación, aunque no sean partes (art. 10). 

Se trata de lo que se ha regulado en la Constitución para la tutela judicial de los 
intereses colectivos o difusos (art. 26), resultado del reconocimiento para la participación 
en los juicios de nulidad de los actos administrativos, además del interés personal, legítimo 
y directo del recurrente, de otras situaciones jurídicas subjetivas que corresponden a una 
comunidad concreta o a la colectividad en general. Con ello, se ha reconocido legitimación 
para actuar a las entidades representativas de intereses colectivos legalmente establecidas y 
reconocidas (intereses colectivos), y a quienes en determinadas circunstancias invoquen la 
protección de los intereses supra-individuales que conciernen a toda la colectividad 
(intereses difusos), lo que se había recogido en el artículo 18.2 de la derogada Ley Orgánica 
del Tribunal Supremo de 2004.  

B. Las reglas de la legitimación activa en caso de pretensiones de anulación 
y de condena 

Otro aspecto que debe mencionarse en relación con las demandas de nulidad de los 
actos administrativos, tal como se regula en los artículos 76 a 96 de la LOJCA 2010, es que 
en las normas de procedimiento que en ellos se establece solo se reguló el caso de las 
demandas de nulidad de los actos administrativos, sin hacerse referencia alguna a los casos 
en los cuales la demanda de nulidad de los actos administrativos se acompañen con otras 
pretensiones en adición a la sola anulación de los mismos, como son las pretensiones 
procesales de condena o amparo, o las de contenido patrimonial conforme se establece en el 
artículo 259 de la Constitución y se establecía en el artículo 21.18 de la derogada Ley 
Orgánica del Tribunal Supremo de 2004.  

                                                 
41 Véase en Revista de Derecho Público, Nº 82, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas, 2002, pp. 582-583 



En estos últimos casos, sin embargo, no se regularon normas de procedimiento 
específicas en la LOJCA 2010, por lo que además de aplicarse el procedimiento previsto 
para las demandas de nulidad, con las previsiones sobre notificaciones y emplazamientos, 
en nuestro criterio debe efectuarse la citación del ente demandado, por ejemplo, en 
encabeza del Procurador General, como representante de la República.  

A tal efecto, el artículo 21.18 de la derogada Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 
2004 establecía lo siguiente: 

“En su fallo definitivo el Tribunal Supremo de Justicia declarará, si procede o no, 
la nulidad de los actos o de los artículos impugnados, y determinará, en su caso, los 
efectos de la decisión en el tiempo; igualmente podrá, de acuerdo con los términos de 
la solicitud, condenar el pago de sumas de dinero y a la reparación de daños y 
perjuicios originados en responsabilidad de la administración, así como disponer lo 
necesario para el restablecimiento de las situaciones jurídicas subjetivas lesionadas 
por la actividad administrativa.” 

El sentido de esta norma, aún derogada, tiene una importancia destacada en la 
configuración que debe darse al procedimiento contencioso-administrativo en Venezuela, 
con las siguientes implicaciones: 

En primer lugar, que las pretensiones de anulación de los actos administrativos pueden 
acompañarse de pretensiones de condena. Por tanto, cuando éstas dependan de lesiones a 
situaciones jurídicas subjetivas producidas por actos administrativos, en la misma demanda 
de anulación de éstos pueden acumularse las pretensiones de condena, con lo cual si bien se 
sigue el procedimiento de los juicios de nulidad deben incorporarse elementos generales 
como la citación de la Administración y el agotamiento del procedimiento administrativo 
previo a las acciones de contenido patrimonial contra la República conforme a las 
previsiones de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República y a lo previsto 
en la última parte del artículo 7.10 de la Ley Orgánica de la Administración Pública. 

En segundo lugar, que las pretensiones de condena que pueden acompañar al recurso 
de anulación, de acuerdo al artículo 259 de la Constitución, pueden tener su origen 
básicamente en la responsabilidad de la Administración derivada del acto administrativo 
ilegal, buscándose la condena a la Administración al pago de sumas de dinero, a la 
reparación de daños y perjuicios o al restablecimiento de la situación jurídica subjetiva 
lesionada por la actividad administrativa. Esta variedad de pretensiones tiene efectos 
fundamentales en cuanto a la legitimación activa y al contenido de la decisión del juez 
contencioso-administrativo. 

En efecto, en cuanto a la legitimación activa, el derogado artículo 21.18 de la Ley 
Orgánica mencionada ratificó el fin del antiguo monopolio que antes de 1976, había tenido 
el derecho subjetivo en relación con las situaciones jurídicas subjetivas, particularmente en 
cuánto a su resarcibilidad o indemnizabilidad. En esta forma, la tradicional idea de que el 
interés personal, legítimo y directo era sólo una situación jurídica procesal para impugnar 
actos administrativos, y de que la pretensión de condena sólo correspondía a los titulares de 
derechos subjetivos puede decirse que quedó superada, de lo que resulta que dentro de las 
situaciones jurídicas subjetivas sustantivas, además del tradicional derecho subjetivo 
también cabe ubicar los intereses legítimos, y éstos, al igual que aquéllos, pueden dar lugar 
a pretensiones de condena y a su resarcimiento. 

Por tanto, la legitimación activa en el contencioso de anulación y condena no sólo 
corresponde al titular de un derecho subjetivo lesionado por el acto administrativo 



impugnado, sino también al titular de un interés personal, legítimo y actual, lo cual, por 
supuesto, variaría según el tipo de pretensión de condena. Por ejemplo, si se trata de una 
pretensión de condena derivada de responsabilidad administrativa originada por el acto 
administrativo impugnado, pueden distinguirse dos supuestos: si se trata de un acto 
administrativo que lesiona el derecho subjetivo al cocontratante de la Administración en 
relación con un contrato celebrado con la Administración, la legitimación activa para 
impugnar el acto ilegal, y pretender el pago de sumas de dinero o la reparación de daños y 
perjuicios, corresponde al titular del derecho subjetivo contractual lesionado 
(cocontratante). En el mismo orden de ideas, por ejemplo, si se trata de un acto 
administrativo que lesiona el derecho subjetivo del funcionario público de carrera a la 
estabilidad, la legitimación activa para impugnar un acto ilegal de destitución y para 
pretender el pago de sumas de dinero, la reparación de daños y perjuicios por la destitución 
ilegal o el restablecimiento al cargo público de carrera, corresponde al titular del derecho 
subjetivo lesionado (funcionario público destituido). 

Pero la responsabilidad de la Administración no sólo puede surgir de la lesión de 
derechos subjetivos (contractuales o estatutarios), sino también puede surgir de la lesión a 
intereses legítimos y personales, cuyos titulares no sólo tienen la legitimación para 
impugnar los actos administrativos ilegales que los lesionen, sino también para pretender la 
condena a la Administración a la reparación de daños y perjuicios originados por el acto 
ilegal, y al restablecimiento del interés legítimo lesionado por la autoridad administrativa. 
Por ejemplo, el propietario de una parcela de terreno en una zona urbana residencial, frente 
a un acto administrativo ilegal que cambie la zonificación de la parcela colindante, no sólo 
tiene la legitimación para impugnar el acto ilegal y solicitar su nulidad, sino para que se le 
resarzan los daños y perjuicios ocasionados por el mismo (por ejemplo, daños ambientales, 
eliminación del derecho a una vista o panorama, etc.) y, para que se le restablezca la 
situación jurídica lesionada (demolición de la construcción realizada al amparo del acto 
ilegal y anulado y restablecimiento de la zonificación original). 

C. Legitimación pasiva 
En cuanto a la legitimación pasiva en los casos de demandas de nulidad de los actos 

administrativos, la situación de demandado corresponde conforme a la LOJCA 2010 a la 
Administración Pública interesada, en cabeza del representante del órgano o ente que haya 
dictado el acto, quien debe ser notificado (art. 78,1), al cual, por lo demás, se le debe 
requerir el expediente administrativo (art. 79). Además, la condición de demandados 
también corresponde a los interesados que sea necesario que sean emplazados mediante 
cartel (art. 80). 

Debe mencionarse que el artículo 137 de la derogada Ley Orgánica de la Corte 
Suprema de 1976 establecía en forma expresa, que en los juicios contencioso 
administrativos contra los actos administrativos de efectos particulares, podían hacerse 
parte todas las personas que reunieran las mismas condiciones exigidas para el accionante o 
recurrente, es decir, todos los titulares de un interés personal, legítimo y directo en defender 
el acto impugnado (Art. 137). Esta norma, sin embargo, aun cuando no se recogió en la 
LOJCA 2010; no impide  que se pueda considerarse que el mismo principio se aplica, en el 
sentido de que para hacerse parte en los juicios atendiendo al emplazamiento, la persona 
debe ostentar un interés actual y legítimo, y en su caso personal en la anulación del acto, o 
en su mantenimiento; o pueda acudir alegando la representación de intereses colectivos o 
difusos.  



2. El trámite procesal de las demandas y la acumulación de acciones 
Las demandas ejercidas ante la Jurisdicción Contencioso Administrativa, incluyendo 

las de nulidad, conforme se dispone en el artículo 31 de la LOJCA 2010 se deben tramitar 
conforme a lo previsto en la propia Ley; y supletoriamente, se deben aplicar las normas de 
procedimiento de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia y del Código de 
Procedimiento Civil. Sin embargo, cuando el ordenamiento jurídico no contemple un 
procedimiento especial, el Juez puede aplicar el que considere más conveniente para la 
realización de la justicia. 

En cuanto a la acumulación de acciones, la LOJCA 2010 nada dispone, salvo respecto 
de la inadmisibilidad en caso de acumulación de pretensiones que se excluyan mutuamente 
o cuyos procedimientos sean incompatibles (Art. 35,2). Sin embargo, el artículo 31.3 de la 
Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia de 2010 en cuanto a las diversas Salas del 
mismo, incluida la Sala Político Administrativa dispone que la competencia para “conocer 
de los juicios en que se ventilen varias acciones conexas, siempre que al tribunal esté 
atribuido el conocimiento de alguna de ellas”. Las razones de esta acumulación de acciones 
son, en general, las mismas que rigen en el procedimiento ordinario. La competencia de la 
sala es, en este caso, una competencia por conexión o por continencia de la causa, y se 
admite por el interés que existe de evitar el riesgo de que se dicten sentencias contrarias o 
contradictorias en asuntos que tengan entre sí una conexión.  

3. Requisitos de las demandas y de su presentación 
En todos los procesos contencioso administrativos, conforme se indica en el artículo 33 

de la LOJCA 2010, el escrito de la demanda debe expresar: 1. La identificación del tribunal 
ante el cual se interpone; 2. El nombre, apellido y domicilio de las partes, carácter con que 
actúan, su domicilio procesal y correo electrónico, si lo tuviere; y si alguna de las partes 
fuese persona jurídica debe indicarse la denominación o razón social y los datos relativos a 
su creación o registro; 4. La relación de los hechos y los fundamentos de derecho con sus 
respectivas conclusiones; 5. El fundamento del reclamo y su estimación si lo que se 
pretende es la indemnización de daños y perjuicios; 6. Los instrumentos de los cuales se 
derive el derecho reclamado, los que deberán producirse con el escrito de la demanda; y 7. 
La identificación del apoderado y la consignación del poder. 

En casos justificados puede presentarse la demanda en forma oral ante el tribunal, el 
cual debe ordenar su trascripción. La negativa del juez a aceptar la presentación oral debe 
estar motivada por escrito. 

La demanda debe presentarse ante el tribunal competente; sin embargo, de acuerdo con 
el artículo 34 de la LOJCA 2010, cuando en el domicilio del demandante no exista un 
tribunal de la jurisdicción contencioso administrativa competente para conocer de la 
demanda, el demandante puede presentarla ante un tribunal de municipio, el cual debe 
remitir inmediatamente el expediente, foliado y sellado, al tribunal señalado por la parte 
actora. La caducidad de la acción se debe determinar por la fecha de presentación inicial de 
la demanda. Para ello, el tribunal receptor antes de efectuar la indicada remisión, lo debe 
hacer constar al pie del escrito y en el libro de presentación.  

4. La admisión de la demanda y la verificación de las causales de inadmisibilidad 
Presentada la demanda, la primera operación que el juez debe realizar es verificar que 

la misma cumple los requisitos de admisibilidad de la misma, que en el artículo 35 de la 
LOJCA 2010 se formulan en sentido negativo, como causales de inadmisibilidad. Si el 
tribunal constata que el escrito de la demanda cumple con esos requisitos, de acuerdo con el 



artículo 36 de la LOJCA 2010, debe entonces proceder a decidir la admisión de la 
demanda, dentro de los 3 días de despacho siguientes a su recibo.  

Estas causales de inadmisibilidad de las demandas contencioso administrativas, 
conforme al artículo 35 de la LOJCA 2010, que son los supuestos en los cuales las 
demandas se deben declarar inadmisibles, son los siguientes:  

En primer lugar, la caducidad de la acción (art. 35,1), la cual se aplica a las acciones de 
nulidad de los actos administrativos, en particular cuando se impugnan actos 
administrativos de efectos particulares, en cuyo caso, conforme se establece en el artículo 
32 de la LOJCA 2010, las mismas caducan conforme a las siguientes reglas: 

Primero, en los casos de acciones de nulidad contra actos administrativos de efectos 
particulares, las mismas deben interponerse en el término de 180 días continuos, contados a 
partir de su notificación al interesado, o cuando la Administración no haya decidido el 
correspondiente recurso administrativo en el lapso de 90 días hábiles, contados a partir de 
la fecha de su interposición. La regla tradicional en materia contencioso administrativa de 
anulación es que a pesar de la caducidad de la acción, la ilegalidad del acto administrativo 
de efectos particulares puede oponerse siempre por vía de excepción, salvo disposiciones 
especiales, lo que se ha conservado en la Ley Orgánica (art. 32,1). Cuando el acto 
administrativo impugnado sea de efectos temporales, el lapso dentro del cual debe 
interponerse la acción de nulidad es de 30 días continuos. 

Como se dijo, la condición de admisibilidad de las acciones de nulidad basada en la 
caducidad, sólo se aplica en la impugnación de actos administrativos de efectos 
particulares;42 lo que implica que las acciones de nulidad contra los actos administrativos 
de efectos generales dictados por el Poder Público pueden intentarse en cualquier tiempo. 

En segundo lugar, la acción debe declararse inadmisible en los casos de acumulación 
de pretensiones que se excluyan mutuamente o cuyos procedimientos sean incompatibles 
(art. 35,2). Esta causal deriva del régimen general establecido en el artículo 78 del Código 
de Procedimiento Civil, que dispone que "no podrán acumularse en el mismo libelo 
pretensiones que se excluyan mutuamente, o que sean contrarias entre sí ni las que por 
razón de la materia no correspondan al conocimiento del mismo Tribunal; ni aquellas cuyos 
procedimientos sean incompatibles entre sí. Sin embargo, podrán acumularse en un mismo 
libelo dos o más pretensiones incompatibles para que sean resueltas una como subsidiaria 
de la otra siempre que sus respectivos procedimientos no sean incompatibles entre sí". 

En tercer lugar, y específicamente en relación con las demandas con contenido 
patrimonial, que también pueden formularse con las acciones de nulidad, es causal de 
inadmisibilidad cuando se produzca el incumplimiento del procedimiento administrativo 
previo a las demandas contra la República, los estados, o contra los órganos o entes del 
Poder Público a los cuales la ley les atribuye tal prerrogativa (art. 35,3). En esos casos, la 
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la República, que es la que regula el 
procedimiento administrativo previo a las demandas patrimoniales, dispone que “los 
funcionarios judiciales deben declarar inadmisibles las acciones o tercerías que se intente 
contra la República, sin que se acredite el cumplimiento de las formalidades del 
procedimiento administrativo previo” (art. 60). 

                                                 
42 Véase Allan R. Brewer-Carías, El control de la constitucionalidad de los actos estatales. Caracas, 1977, 
págs. 7-10; y "El recurso contencioso-administrativo, contra los actos de efectos particulares" en El control 
jurisdiccional de los Poderes Públicos en Venezuela, Instituto de Derecho Público, Universidad Central de 
Venezuela, Caracas 1979, págs. 173-174. 



En cuarto lugar, las demandas deben declararse inadmisibles cuando con el escrito de 
las mismas no se consignarse los instrumentos de los cuales se derive el derecho reclamado 
(art. 33,6), y que sean indispensables para verificar su admisibilidad (art. 35,4).  

En quinto lugar, las demandas deben declararse inadmisibles cuando exista cosa 
juzgada (art. 35,5). 

En sexto lugar, las demandas también deben declararse inadmisibles cuando el escrito 
de las mismas contenga conceptos irrespetuosos (art. 35,6). 

Y por último, en séptimo lugar, las demandas contencioso administrativas también 
deben declararse inadmisibles cuando sean contrarias al orden público, a las buenas 
costumbres o a alguna disposición expresa de la ley (art. 35,7).  

5. Tramitación procesal 
A. El auto de admisión y las notificaciones 

En cuanto al procedimiento para la tramitación de las demandas sobre nulidad de actos 
administrativos, el artículo 76 de la LOJCA 2010 establece el iter procesal necesario en la 
siguiente forma: se inicia con la admisibilidad de la demanda (artículo 77, LOJCA 2010) 
que el tribunal debe decidir dentro de los 3 días de despacho siguientes a la recepción de la 
misma, notificándose conforme al 78 de la LOJCA 2010, a las siguientes personas y entes: 
1. En los casos de recursos de nulidad, se debe notificar al representante del órgano que 
haya dictado el acto; en los casos de recursos de interpretación, se debe notificar al órgano 
del cual emanó el instrumento legislativo; y en los de controversias administrativas, la 
notificación debe hacerse al órgano o ente contra quien se proponga la demanda. 2. Al 
Procurador General de la República y al Fiscal General de la República, y 3. A cualquier 
otra persona, órgano o ente que deba ser llamado a la causa por exigencia legal o a criterio 
del tribunal. 

Estas notificaciones se deben realizar mediante oficio que debe ser entregado por el 
Alguacil en la oficina receptora de correspondencia de órgano o ente de que se trate. El 
Alguacil debe dejar constancia, inmediatamente, de haber notificado y de los datos de 
identificación de la persona que recibió el oficio. 

Además, en el auto de admisión, conforme se dispone en el artículo 80 de la LOJCA 
2010, se debe ordenar la notificación de los interesados, mediante un cartel que debe ser 
publicado en un diario que ha de indicar el tribunal, para que comparezcan a hacerse parte e 
informarse de la oportunidad de la audiencia de juicio. El cartel debe ser librado el día 
siguiente a aquél en que conste en autos la última de las notificaciones ordenadas. En los 
casos de demandas de nulidad de actos administrativos de efectos particulares no será 
obligatorio el cartel de emplazamiento, a menos que razonadamente lo justifique el tribunal. 

El demandante debe retirar el cartel de emplazamiento dentro de los 3 días de despacho 
siguientes a su emisión, lo debe publicar, y luego consignar la publicación, dentro de los 8 
días de despacho siguientes a su retiro. El incumplimiento de estas cargas, da lugar a que el 
tribunal declare el desistimiento del recurso y ordene el archivo del expediente, salvo que 
dentro del lapso indicado algún interesado se diera por notificado y consignara su 
publicación. (art 81).  

Por otra parte, el tema del procedimiento en los casos de acumulación de otras 
pretensiones con las demandas de nulidad, también requiere de consideración especial. 
Como se dijo, los artículos 76 a 96 de la Ley Orgánica de 2010 solo regulan las demandas 
en las cuales se solicite la nulidad de un acto administrativo, sin precisarse que las mismas 
pueden estar acompañadas de otras pretensiones, ignorándose así que en muchos casos, la 



demanda de nulidad de los actos administrativos no se agota con la sola pretensión de 
anulación de los mismos, sino que puede estar acompañada de otras pretensiones procesales 
de contenido patrimonial tal como lo establece en el artículo 259 de la Constitución. La Ley 
Orgánica, sin embargo, nada estableció como procedimiento específico en esta materia, por 
lo que además de aplicarse el iter antes señalado del procedimiento previsto para las 
demandas de nulidad, con las notificaciones y emplazamientos, en nuestro criterio en esos 
casos debe además efectuarse la citación del ente demandado, por ejemplo, en cabeza del 
Procurador General, como representante de la República.  

B. La Audiencia de juicio 
En estos procedimientos de nulidad, el tribunal conforme a lo establecido en el artículo 

82 de la LOJCA 2010, debe convocar a la realización de la Audiencia de juicio, a la cual 
deben concurrir las partes y los interesados. En los tribunales colegiados, en esta misma 
oportunidad, se debe designar ponente. Si el demandante no asistiera a la audiencia se debe 
entender desistido el procedimiento. Al comenzar la audiencia de juicio, el tribunal debe 
señalar a las partes y demás interesados, el tiempo disponible para sus exposiciones orales, 
las cuales además pueden consignar por escrito. En esta misma oportunidad las partes 
podrán promover sus medios de pruebas.  

6. Poderes del juez en los juicios contencioso administrativos 
Una de las innovaciones importantes de la Ley Orgánica de 2010 es que ha investido al 

juez contencioso administrativo “de las más amplias potestades cautelares,” a cuyo efecto 
lo autoriza para “dictar, aún de oficio, las medidas preventivas que resulten adecuadas a la 
situación fáctica concreta, imponiendo ordenes de hacer o no hacer a los particulares, así 
como a los órganos y entes de la Administración Pública, según el caso concreto, en 
protección y continuidad sobre la prestación de los servicios públicos y en su correcta 
actividad administrativa” (art. 4).  

A tal efecto, la Ley establece un procedimiento común para el caso de tramitación de 
medidas cautelares en los procesos contencioso administrativos, el cual se debe aplicar en 
general, incluso en los casos de solicitudes de amparo cautelar que se formulen junto con 
las acciones de nulidad de actos administrativos (art. 103).  

Las medidas cautelares, en general, conforme al artículo 104 de la LOJCA 2010, deben 
solicitarse por las partes en cualquier estado y grado del procedimiento, pudiendo ser 
acordadas por el tribunal como las estime pertinentes “para resguardar la apariencia del 
buen derecho invocado y garantizar las resultas del juicio, ponderando los intereses 
públicos generales y colectivos concretizados y ciertas gravedades en juego, siempre que 
dichas medidas no prejuzguen sobre la decisión definitiva.” 

A tal efecto, el tribunal, como se dijo, cuenta con los más amplios poderes cautelares 
para proteger no sólo a los demandantes, sino como lo dice el artículo 104, a “la 
Administración Pública, a los ciudadanos, a los intereses públicos y para garantizar la tutela 
judicial efectiva y el restablecimiento de las situaciones jurídicas infringidas mientras dure 
el proceso.” En las causas de contenido patrimonial, la Ley Orgánica prescribe que el 
tribunal puede sin embargo, exigir garantías suficientes al solicitante. 

Una vez recibida la solicitud de medida cautelar, el tribunal debe abrir un cuaderno 
separado para el pronunciamiento que deberá formularse dentro de los 5 días de despacho 
siguientes (art. 105). En el caso de tribunales colegiados el juzgado de sustanciación debe 
remitir inmediatamente el cuaderno separado, y recibido este, se debe designar ponente, de 
ser el caso, y decidirse sobre la medida dentro de los 5 días de despacho siguientes. Al 



trámite de las medidas cautelares se le debe dar prioridad (art. 105). El trámite de la 
oposición que formulen las partes a las medidas cautelares se rige por lo dispuesto en el 
Código de Procedimiento Civil (art. 106) 

Pero además de los poderes del juez en materia de medidas cautelares, otro de los 
aspectos importantes de la evolución de los procesos contencioso administrativos de 
anulación, es el de los poderes generales del juez en la decisión que ponga fin al juicio, 
teniendo competencia amplia en materia de anulación y de condena, con la posibilidad de 
llegar a sustituir la actuación de la Administración. 

En efecto, en el esquema tradicional del contencioso-administrativo de anulación, el 
juez se limitaba a anular el acto recurrido correspondiendo a la Administración la ejecución 
de la decisión judicial. El juez no podía ni ordenar actuaciones a la Administración ni 
sustituirse a la Administración y adoptar decisiones en su lugar. Sin embargo, este criterio 
tradicional ha sido superado por el derecho positivo, y no sólo la pretensión de anulación 
puede estar acompañada de pretensiones de condena al pago de sumas de dinero o la 
reparación de daños y perjuicios, sino que más importante aún, la pretensión de anulación 
puede estar acompañada de pretensiones de condena a la Administración al 
restablecimiento de la situación jurídica subjetiva (derecho subjetivo o interés legítimo) 
lesionada, lo que implica el poder del juez de formular órdenes o mandatos de hacer o de no 
hacer (prohibiciones) a la Administración.  

No se olvide que el artículo 259 de la Constitución habla de los poderes del juez 
contencioso-administrativo para “disponer lo necesario para el restablecimiento de las 
situaciones jurídicas subjetivas lesionadas por la actividad administrativa,”, con lo cual se 
le está confiriendo una especie de jurisdicción de equidad similar a las decisiones de 
injunction o mandamus del derecho angloamericano.43 Por tanto, al “disponer lo necesario 
para el restablecimiento de la situación jurídica lesionada,” no sólo puede el juez 
contencioso administrativo ordenar a la Administración adoptar determinadas decisiones, 
sino prohibirle actuar en una forma determinada. Y más aún, cuando sea posible con la sola 
decisión judicial, puede restablecer directamente la situación jurídica lesionada (y no sólo 
ordenarle a la Administración que la restablezca). 

VI.   APRECIACIÓN  FINAL:  LA  GRAN FRUSTRACIÓN  QUE DERIVA  DE UN 

CONTROL  INEFECTIVO 
El sistema contencioso administrativo en Venezuela, tal como se puede apreciar de lo 

antes expuesto, es sin duda uno de los más completos que muestra el derecho comparado, 
desarrollado por la legislación y la jurisprudencia partiendo de la normativa establecida en 
la propia Constitución, y que se fue consolidado durante el régimen democrático que vivió 
el país hasta 1999, durante el cual la independencia y autonomía del poder judicial, a pesar 
de sus fallas, era la regla. 

Y es que para que un sistema de control de la actuación administrativa sea efectivo, no 
bastan con las declaraciones constitucionales ni con desarrollos legislativos y 
jurisprudenciales, sino que es esencial que los tribunales que componen la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa gocen de autonomía e independencia, particularmente por el 
hecho de que sus decisiones siempre implican enfrentar el poder, especialmente el Poder 
Ejecutivo.  

                                                 
43 Véase H. W. R. Wade, Administrative Law, Oxford, 1982, págs.515, 629. 



Si esa autonomía no está garantizada ni la independencia está blindada, el mejor 
sistema de justicia contencioso administrativa no será sino letra muerta; y lamentablemente, 
esta es la situación del sistema contencioso administrativo en Venezuela, tal como ha 
venido ocurriendo en los últimos años durante el gobierno autoritario que se ha 
desarrollado en el país desde 1999, que se ha convertido ya en un Estado Totalitario, 44 
basado entre otras, una política continua de sometimiento del poder judicial al control 
político,45 con la anuencia del propio Tribunal Supremo.46 Ello ha afectado a la Jurisdicción 
Contencioso Administrativa, la cual en los últimos lustros ha dejado de ser un efectivo 
sistema de control de las actuaciones administrativas.  

Ello, al menos, es lo que nos muestra la experiencia en los últimos años del 
funcionamiento de la Jurisdicción Contencioso Administrativa,47 particularmente desde que 
el Poder Ejecutivo, a partir de 2000 controló el nombramiento de los Magistrados del 
Tribunal Supremo de Justicia, lo que se consolidó a partir de 2004,48 y se agravó en 2010,49 

                                                 
44 Véase Allan R. Brewer-Carías, Estado Totalitario y desprecio a la Ley. La desconstitucionalización, 
desjudicialización, desjuridificación y desdemocratización de Venezuela, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas 2015. 
45  Véase Rafael J. Chavero Gazdik, La Justicia Revolucionaria. Una década de reestructuración (o 
involución) Judicial en Venezuela, Editorial Aequitas, Caracas 2011; Laura Louza Scognamiglio, La 
revolución judicial en Venezuela, FUNEDA, Caracas 2011; Allan R. Brewer-Carías, “La progresiva y 
sistemática demolición institucional de la autonomía e independencia del Poder Judicial en Venezuela 1999-
2004”, en XXX Jornadas J.M Domínguez Escovar, Estado de derecho, Administración de justicia y derechos 
humanos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, Barquisimeto, 2005, pp. 33-174;  
46  Véase Allan R. Brewer-Carías, “La justicia sometida al poder. La ausencia de independencia y 
autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emergencia del Poder Judicial (1999-2006)” en 
Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villanueva 2007, Centro Universitario Villanueva, Marcial 
Pons, Madrid 2007, pp. 25-57; en Derecho y democracia. Cuadernos Universitarios, Órgano de Divulgación 
Académica, Vicerrectorado Académico, Universidad Metropolitana, Año II, No. 11, Caracas, septiembre 
2007, pp. 122-138; y “La progresiva y sistemática demolición institucional de la autonomía e independencia 
del Poder Judicial en Venezuela 1999-2004”, en XXX Jornadas J.M Domínguez Escovar, Estado de derecho, 
Administración de justicia y derechos humanos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado Lara, 
Barquisimeto, 2005, pp. 33-174. 
47 Véase Antonio Canova González, La realidad del contencioso administrativo venezolano (Un llamado 
de atención frente a las desoladoras estadísticas de la Sala Político Administrativa en 2007 y primer semestre 
de 2008), Funeda, Caracas, 2009. 
48  Tal como lo reconoció públicamente el Presidente de la Comisión parlamentaria que escogió los 
Magistrados, al punto de afirmar públicamente que “En el grupo de postulados no hay nadie que vaya actuar 
contra nosotros.” Dicho diputado en efecto, declaró a la prensa: “Si bien los diputados tenemos la potestad de 
esta escogencia, el Presidente de la República fue consultado y su opinión fue tomada muy en cuenta.”  
Añadió: “Vamos a estar claros, nosotros no nos vamos a meter autogoles. En la lista había gente de la 
oposición que cumplen con todos los requisitos. La oposición hubiera podido usarlos para llegar a un acuerdo 
en las últimas sesiones, pero no quisieron.  Así que nosotros no lo vamos a hacer por ellos.  En el grupo de 
postulados no hay nadie que vaya actuar contra nosotros.“ Véase El Nacional, Caracas, 13 de diciembre de 
2004.  La Comisión Interamericana de Derechos Humanos sugirió en su Informe a la Asamblea General de la 
OEA para 2004 que las “normas de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia habrían facilitado que 
el Poder Ejecutivo manipulara el proceso de elección de magistrados llevado a cabo durante 2004.”  Véase 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre  Venezuela 2004, párrafo 180 
49  Con motivo de la ilegítima “reforma” de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de 2010, mediante una 
irregular “reimpresión por error material” (Véase Víctor Rafael Hernández Mendible, “Sobre la nueva 
reimpresión por “supuestos errores” materiales de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo, octubre de 2010,” y 
Antonio Silva Aranguren, “Tras el rastro del engaño en la web de la Asamblea Nacional,” en Revista de 
Derecho Público, No. 124, Editorial Jurídica Venezolana, Caracas 2101, pp. 110-111 y pp. 112-114, 
respectivamente), el nombramiento de los nuevos Magistrados del Tribunal Supremo significó el control total 
de casi todas sus Salas por el poder político, al punto de que Hildegard Rondón de Sansó señaló que “El 
mayor de los riesgos que plantea para el Estado la desacertada actuación de la Asamblea Nacional en la 
reciente designación de los Magistrados del Tribunal Supremo de Justicia, no está solo en la carencia, en la 
mayoría de los designados de los requisitos constitucionales, sino el haber llevado a la cúspide del Poder 
Judicial la decisiva influencia de un sector del Poder Legislativo, ya que para diferentes Salas, fueron elegidos 



mediante un nombramiento de Magistrados casi todos sometidos al Poder Ejecutivo; y 
desde que el Poder Ejecutivo, en 2003, utilizando al propio Tribunal Supremo, intervino a 
la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, secuestrando su competencia, 
destituyendo a sus Magistrados, con o que no sólo quedó clausurada por más de diez meses, 
sino afectada de muerte durante la más de una década que ha transcurrido. 

En efecto, uno de los trágicos ejemplos de la lamentable situación se sujeción del Poder 
Judicial al poder político fue el caso que ocurrió con motivo un proceso contencioso 
administrativo de nulidad y amparo iniciado por la Federación Médica Venezolana el 17 de 
julio de 2003 por ante la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo, contra los actos 
administrativos del Alcalde Metropolitano de Caracas, del Ministro de Salud y del Colegio 
de Médicos del Distrito Metropolitano de Caracas mediante los cuales se había decidido 
contratar médicos de nacionalidad cubana para el desarrollo de un importante programa 
asistencial de salud en los barrios de Caracas, pero sin que se cumpliera con los requisitos 
para el ejercicio de la medicina establecidos en la Ley de Ejercicio de la Medicina.  

La Federación Médica Venezolana consideró dicho programa como discriminatorio y 
violatorio de los derechos de los médicos venezolanos a ejercer su profesión, al permitir a 
médicos extranjeros ejercer la profesión médica sin cumplir con las condiciones 
establecidas en la Ley para el ejercicio de la profesión médica, y en consecuencia, intentó la 
acción de nulidad y amparo, en representación de los derechos colectivos de los médicos 
venezolanos al trabajo y a la igualdad, solicitando su protección.50 

Un mes después de intentada la demanda, el 21 de agosto de 2003, la Corte Primera de 
lo Contencioso Administrativa dictó una medida cautelar de amparo considerando que 
había suficientes elementos en el caso que hacían presumir la violación del derecho a la 
igualdad ante la ley de los médicos venezolanos, ordenando la suspensión temporal del 
programa de contratación de médicos cubanos, y ordenando al Colegio de Médicos del 
Distrito Metropolitano sustituir los médicos cubanos ya contratados sin licencia por 
médicos venezolanos o médicos extranjeros con licencia para ejercer la profesión en 
Venezuela.51 

La respuesta gubernamental a esta decisión judicial preliminar adoptada como una 
simple medida cautelar, pero que tocaba un programa social muy sensible para el gobierno, 
fue el anuncio público del Ministro de Salud, del Alcalde Metropolitano y del propio 
Presidente de la República de que la medida no iba a ser acatada ni ejecutada en forma 

                                                                                                                                                     

cinco parlamentarios.” Destacó además la profesora Sansó que “todo un sector fundamental del poder del 
Estado, va a estar en manos de un pequeño grupo de sujetos que no son juristas, sino políticos de profesión, y 
a quienes corresponderá, entre otras funciones el control de los actos normativos;” agregando que “Lo más 
grave es que los designantes, ni un solo momento se percataron de que estaban nombrando a los jueces 
máximos del sistema jurídico venezolano que, como tales, tenían que ser los más aptos, y de reconocido 
prestigio como lo exige la Constitución.” Concluyó reconociendo entre “los graves errores” que incidieron 
sobre la elección, el hecho de “la configuración del Comité de Postulaciones Judiciales, al cual la 
Constitución creó como un organismo neutro, representante de los “diferentes sectores de la sociedad” (Art. 
271), pero la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, lo convirtió en forma inconstitucional, en un 
apéndice del Poder Legislativo. La consecuencia de este grave error era inevitable: los electores eligieron a 
sus propios colegas, considerando que hacerlo era lo más natural de este mundo y, ejemplo de ello fueron los 
bochornosos aplausos con que se festejara cada nombramiento.” Véase en Hildegard Rondón de Sansó, 
“Obiter Dicta. En torno a una elección,” en La Voce d’Italia, Caracas 14-12-2010 
50 Véase Claudia Nikken, “El caso “Barrio Adentro”: La Corte Primera de lo Contencioso Administrativo ante 
la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia o el avocamiento como medio de amparo de derechos 
e intereses colectivos y difusos,” in Revista de Derecho Público, nº 93-96, Editorial Jurídica Venezolana, 
Caracas, 2003, pp. 5 ss. 
51 Véase la decisión de 21 de agosto de 2003 en  Idem, pp. 445 ss. 



alguna.52 Ante esto anuncios de varias dependencias gubernamentales, la Sala 
Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, controlada por el Ejecutivo, adoptó la 
decisión de avocarse al caso decidido por la Corte Primera de lo Contencioso 
Administrativo, y usurpando las competencias de la misma, declaró la nulidad del amparo 
cautelar decidido. De seguidas, un grupo de agentes de la policía política (DISIP) allanó la 
sede de la Corte Primera, después de detener a un escribiente o alguacil de la misma por 
motivos fútiles; el Presidente de la República, entre otras expresiones usadas, se refirió al 
Presidente de la Corte Primera como “un bandido;”53 y unas semanas después, la Comisión 
Especial Judicial del Tribunal Supremo de Justicia, sin fundamento legal alguno, destituyó 
a los cinco magistrados de la Corte Primera, la cual fue intervenida.54 A pesar de la protesta 
de los Colegios de Abogados del país e incluso de la Comisión Internacional de Juristas;55 
el hecho es que la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo permaneció cerrada, sin 
jueces, por mas de diez meses,56 tiempo durante el cual simplemente no hubo justicia 
contencioso administrativa en el país. 

Y toda esta catástrofe institucional ocurrió por haber “osado” unos jueces, dictar una 
simple medida cautelar de amparo constitucional en contra de autoridades nacionales y 
municipales en relación con la contratación ilegal de médicos extranjeros por parte de 
órganos del Estado, para un programa de atención médica en los barrios de Caracas.57  

Como la respuesta gubernamental a dicho un amparo cautelar fue ejecutada a través de 
órganos judiciales controlados políticamente,58 es fácil imaginar lo que significó para los 
jueces que luego fueron nombrados para reemplazar a los destituidos, quienes sin duda 

                                                 
52 El Presidente de la república dijo: “Váyanse con su decisión no sé para donde, la cumplirán ustedes en su 
casa si quieren…”,  en el programa de TV Aló Presidente, nº 161, 24 de Agosto de 2003. 
53 Discurso público, 20 septiembre de 2003. 
54Véase la información en El Nacional, Caracas, 5 de noviembre de 2003, p. A2. En la misma página el 
Presidente destituido de la Corte Primera dijo: “La justicia venezolana vive un momento tenebroso, pues el 
tribunal que constituye un último resquicio de esperanza ha sido clausurado”.   
55Véase en El Nacional, Caracas, 21 de octubre de 2003, p. A-5; y en El Nacional, Caracas, 18 de noviembre 
de 2004, p. A-6. 
56 Véase en El Nacional, Caracas, 24 de octubre de 2003, p. A-2; y en  El Nacional, Caracas, 16 de julio de 
2004, p. A-6. 
57 Véase sobre este caso la referencia en Allan R. Brewer-Carías, “La justicia sometida al poder y la 
interminable emergencia del poder judicial (1999-2006)”, en Derecho y democracia. Cuadernos 
Universitarios, Órgano de Divulgación Académica, Vicerrectorado Académico, Universidad Metropolitana, 
Año II, Nº 11, Caracas, septiembre 2007, pp. 122-138; “La justicia sometida al poder (La ausencia de 
independencia y autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emergencia del Poder Judicial 
(1999-2006))] en Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villanueva 2007, Centro Universitario 
Villanueva, Marcial Pons, Madrid 2007, pp. 25-57. Los Magistrados de la Corte Primera destituidos en 
violación de sus derechos y garantías, demandaron al Estado por violación de sus garantías judiciales 
previstas en la Convención Interamericana de Derechos Humanos, y la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos condenó al Estado por dichas violaciones en sentencia de fecha 5 de agosto de 2008, (Caso Apitz 
Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela). Véase en 
http://www.corteidh.or.cr/ Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C Nº 182. Frente a 
ello, sin embargo, la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia en sentencia Nº 1.939 de 18 de 
diciembre de 2008 (Caso Gustavo Álvarez Arias y otros), declaró inejecutable dicha decisión de la Corte 
Interamericana. Véase en http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html 
58 Véase Allan R. Brewer-Carías, “La progresiva y sistemática demolición institucional de la autonomía e 
independencia del Poder Judicial en Venezuela 1999–2004,” en XXX Jornadas J.M Domínguez Escovar, 
Estado de derecho, Administración de justicia y derechos humanos, Instituto de Estudios Jurídicos del Estado 
Lara, Barquisimeto, 2005, pp. 33–174; “La justicia sometida al poder (La ausencia de independencia y 
autonomía de los jueces en Venezuela por la interminable emergencia del Poder Judicial (1999-2006)),” in 
Cuestiones Internacionales. Anuario Jurídico Villanueva 2007, Centro Universitario Villanueva, Marcial 
Pons, Madrid, 2007, pp. 25–57. 



comenzaron “entender” cómo es que debían y podían comportarse en el futuro, frente al 
poder.  

Esa misma Comisión Judicial del Tribunal Supremo junto con la Comisión de 
Reorganización del Poder Judicial nombrada por la Asamblea Nacional Constituyente 
desde 1999, ambas sin base ni constitucional ni legal, en todo caso, fueron las que durante 
más de diez años destituyeron masivamente a los jueces en Venezuela, sin debido proceso 
ni garantías de cualquier índole, sustituyéndolos por jueces provisionales o temporales, sin 
estabilidad, y dependientes del poder, algunos de los cuales, sin embargo se pretendió hasta 
darles status permanente en 2006.59 

Todo ello es lo que ha conducido a que en la actualidad, los tribunales que conforman 
la jurisdicción contencioso administrativa se niegan a aplicar el derecho administrativo, a 
controlar a la Administración Pública y a proteger a los ciudadanos frente a la misma. Y la 
situación, por supuesto se ha extendido a otras jurisdicciones como por ejemplo ocurrió en 
otro caso, también con efectos devastadores respecto de la jurisdicción penal, que condujo 
no sólo a la destitución de una juez, sino a su encarcelamiento, por habérsele “ocurrido” 
cumplir con su deber y dictar una sentencia siguiendo recomendaciones de un Panel de 
expertos de Naciones Unidas en materia de Detenciones Arbitrarias, y ordenar el 
enjuiciamiento en libertad de un procesado a lo que además, tenía derecho. Ello no sólo le 
costó su cargo, sino que le costó su propia libertad, en una detención que el mismo Panel de 
expertos de Naciones Unidas calificó de arbitraria indicando que:  

“Las represalias por ejercer funciones constitucionalmente garantizadas y la 
creación de un clima de temor en el poder judicial y en los abogados no sirve a otro 
propósito que el de socavar el estado de derecho y obstruir la justicia.”60 
En todas las jurisdicciones, pero en particular, en el ámbito de la Jurisdicción 

Contencioso Administrativa, esa situación de sumisión e inhibición forzada, ha socavado 
los principios más elementales del Estado de derecho, que materialmente ha desaparecido 
en el país, a pesar de todas las declaraciones constitucionales;61 y ello los profesores de 
derecho administrativo tenemos que seguirlo denunciando en todos los foros, como lo hizo 
el profesor Antonio Canova González, a quien es obligatorio citar, al repetir que se ha 
negado y se sigue negando:  

                                                 
59 En esta materia, la Constitución de 1999 establece en general el régimen de ingreso a la carrera judicial y de 
ascenso en ella, exclusivamente mediante concursos públicos que aseguren excelencia, garantizándole a los 
ciudadanos el derecho a participar en el procedimiento de selección y nombramiento de los jueces. En 
consecuencia, los jueces no pueden ser removidos de sus cargos sino a través de procesos disciplinarios, 
desarrollados ante jueces disciplinarios que deben conformar la jurisdicción disciplinaria de los mismos 
(Articulo 255). Lamentablemente, esto también ha sido letra muerta, pues los concursos públicos para 
seleccionar jueces no se han realizado en el país dese 2002, y casi todos los jueces han sido nombrados 
temporalmente sin participación ciudadana, y la jurisdicción disciplinaria en 2009 aún no existe. Además, la 
suspensión y destitución de los jueces corresponde a sendas Comisiones ubicadas en el Tribunal Supremo, sin 
fundamento constitucional, mediante las cuales se ha intervenido y “depurado” al poder judicial. Véase por 
ejemplo, Comisión Interamericana de Derechos Humanos, Informe sobre la Situación de los Derechos 
Humanos en Venezuela, OEA/Ser.L/V/II.118, d.C. 4 rev. 2, 29 de December  de 2003, Paragraph 11, p. 3. 
60  Véase “Expertos de la ONU critican a Chávez por detención de la juez Afiuni,” donde se indica que en el 
Comunicado, el grupo de expertos “expresaron hoy su profunda preocupación por el reciente arresto de una 
juez en Venezuela, y lo calificaron de "golpe del presidente venezolanos, Hugo Chávez, a la independencia de 
los magistrados y abogados en el país.” Véase en Actualidad Unión Radio, 16-12-2009, en 
http://www.unionradio.net/Actualidad/?NewsId=35473 
61  Véase Allan R. Brewer-Carías, Authoritarian Government vs. The Rule of Law, Editorial Jurídica 
Venezolana, Caracas 2013. 



“a ver morir en mi país el Derecho Administrativo, a sabiendas de que es el 
instrumento para garantizar la libertad de los ciudadanos, sin revelar de forma 
contundente lo que ocurre y señalar con firmeza a los culpables.”62  
Y estos son, sin duda, aquellos que desde 1999 asaltaron el Poder y el Estado, 

apropiándoselo en beneficio personal y de otros países, y en todo caso, en perjuicio de los 
ciudadanos, y quienes en nombre de una supuesta “democracia participativa,” que no es 
otra cosa sino una excusa para evitar que el pueblo participe efectivamente e para imponer 
un régimen socialista por el cual nadie ha votado, y más bien el pueblo ha rechazado; han 
venido aniquilando la democracia representativa con todos sus elementos y componentes 
esenciales, entre ellos la posibilidad misma de controlar judicialmente a los órganos de los 
Poderes Públicos. 63  

Sin duda, una Ley como la Ley Orgánica de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa de 2010, en cualquier parte del mundo podría ser una pieza fundamental 
llamada a garantizar la constitucionalidad y legalidad de las acciones del Estado, y la 
libertad y los derechos ciudadanos. Esa Ley, a pesar de sus deficiencias, en un régimen 
democrático, hubiera podido ser un instrumento fenomenal para garantizar el sometimiento 
de Administración a la Constitución y las leyes. 

Lamentablemente, sin embargo, por la sumisión del Poder Judicial en su conjunto a los 
designios del Poder Ejecutivo, en Venezuela dicha ley en estos tiempos no pasa de ser un 
conjunto de papeles sin importancia. ¿De qué sirve una ley de la jurisdicción contencioso 
administrativa si los jueces que la integran se inhiben sistemáticamente a controlar a la 
Administración tal como lo demuestran las estadísticas en la materia? Con ello, lo que han 
hecho es legitimar el ejercicio autoritario del Poder, llegando los Magistrados del Tribunal 
Supremo a considerar incluso que el principio mismo de la separación de poderes, no es un 
mecanismo de protección a los derechos ciudadanos, sino un instrumento que más bien 
“debilita al Estado”64  

Esto es lo único que además explica, que por ejemplo, después de que los jueces de la 
Corte Primera de lo Contencioso Administrativo destituidos en 2003, acudieran a la justicia 
internacional y obtuvieran protección de la Corte Interamericana de Derechos Humanos 
mediante sentencia de 5 de agosto de 200865 que condenó al Estado por violación de sus 
garantías judiciales ordenando incluso pagarles compensación, reincorporarlos a cargos 
similares en el Poder Judicial, y publicar parte de la sentencia en la prensa venezolana; sin 
embargo, haya sido la propia la Sala Constitucional del Tribunal Supremo, en sentencia No. 
1.939 de 12 de diciembre de 2008,66 citando como precedente una sentencia del Tribunal 
Superior Militar del Perú de 2002, la que declaró dicha sentencia de la Corte 

                                                 
62 Véase Antonio Canova González, La realidad del contencioso administrativo venezolano (Un llamado 
de atención frente a las desoladoras estadísticas de la Sala Político Administrativa en 2007 y primer semestre 
de 2008), cit., p. 14. 
63 Véase Allan R. Brewer-Carías, Dismantling Democracy. The Chávez Authoritarian Experiment, 
Cambridge University Press, New York, 2010.r 
64  Véase Juan Francisco Alonso, “La división de poderes debilita al estado. La presidenta del TSJ [Luisa 
Estela Morales] afirma que la Constitución hay que reformarla,” El Universal, Caracas 15-12-2009, 
http://www.eluniversal.com/2009/12/05/pol_art_morales:-la-divisio_1683109.shtml 
65  Véase Caso Apitz Barbera y otros (“Corte Primera de lo Contencioso Administrativo”) vs. Venezuela, . 
Excepción Preliminar, Fondo, Reparaciones y Costas, Serie C No. 182, in www.corteidh.or.cr  
66  Véase caso Gustavo Álvarez Arias y otros (Expediente : 08-1572), en 
http://www.tsj.gov.ve/decisiones/scon/Diciembre/1939-181208-2008-08-1572.html  



Interamericana como “inejecutable” en Venezuela,67 solicitando al Ejecutivo que 
denunciara la Convención Americana de Derechos Humanos que supuestamente había 
usurpado los poderes del Tribunal Supremo, lo que finalmente hizo el Poder Ejecutivo en 
2012.  

Todo esto, por supuesto, contrasta con las previsiones de la Constitución de 1999, en la 
cual se encuentra una de las declaraciones de derechos más completas de América Latina, 
con previsiones expresas sobre la Jurisdicción Contencioso Administrativa difícilmente 
incluidas en otros textos constitucionales; lo que demuestra que para que exista control 
judicial de la actuación del Estado, lo que es indispensable es que el Poder Judicial sea 
autónomo e independiente, y esté fuera del alcance del Poder Ejecutivo. Al contrario, 
cuando el Poder Judicial está controlado por el Poder Ejecutivo, como lo muestra la 
situación venezolana, las declaraciones constitucionales de derechos y sobre las 
posibilidades de exigirlos ante la justicia y de controlar la actuación de la Administración se 
convierten en letra muerta, y las regulaciones de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa como normas totalmente inoperantes y vacías.  

New York, mayo de 2015 

                                                 
67  Véase Carlos Ayala Corao,  La “inejecución” de las sentencias internacionales en la jurisprudencia 
constitucional de Venezuela (1999-2009), Fundación Manuel García Pelayo. Caracas 2009; Allan R. Brewer-
Carías, “La interrelación entre los Tribunales  Constitucionales de América Latina y la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, y la cuestión de la inejecutabilidad de sus decisiones en Venezuela,” en Armin von 
Bogdandy, Flavia Piovesan y Mariela Morales Antonorzi (Coodinadores), Direitos Humanos, Democracia e 
Integraçao Jurídica na América do Sul,  Lumen Juris Editora, Rio de Janeiro 2010, pp. 661-70; y en Anuario 
Iberoamericano de Justicia Constitucional, Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, No. 13, Madrid 
2009, pp. 99-136. 


